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El futuro de Colombia está lleno de oportunidades. 
En momentos de tanta incertidumbre y de tantos y tan di-
versos retos, una visión optimista parece desinformada, ig-
norante o de extrema ingenuidad. Pero no lo es. En medio 
de una coyuntura que aparenta ser una noche oscura, brilla 
la luz de un país que, una y otra vez, parece condenado al 
fracaso, pero que sorprende con la tenacidad de una na-
ción resiliente.

A los retos históricos se suman nuevos desa-
fíos: un retroceso en los avances en seguridad, una 
crisis evidente del sistema de salud, otra en ciernes 
en materia energética, un cambio demográfico ace-
lerado y una crisis diplomática con nuestro principal 
socio comercial. El próximo año el país elegirá un nue-
vo Gobierno y Congreso, que deberán buscar no solo 
solucionar los problemas de antaño —como la infor-
malidad, la desigualdad y las brechas regionales—, 
sino también enmendar el rumbo para dar trámite a 
los problemas recientes.

En medio de tantos retos, la próxima adminis-
tración tendrá que hacer una difícil tarea de prioriza-
ción, con el alto riesgo de que lo urgente domine lo 
importante. Entra en escena nuestro proyecto Colom-
bia Progresa 2630, una alianza inédita de seis centros 
de pensamiento con un claro propósito: avanzar desde 
ya en la construcción de una hoja de ruta que permita 
a los hacedores de política pública tomar decisiones 
que impulsen el crecimiento incluyente del país en los 
próximos años. Una hoja de ruta que busque no solo 
corregir el rumbo, sino también avanzar en materia de 
inversión, empleo formal, inclusión financiera y, en fin, 
en tantas deudas que tenemos como país con los más 
vulnerables, y sobre todo con nuestros jóvenes. Un 
país con más oportunidades.

Pero una hoja de ruta —tan propia de nuestro 
carácter como centro de pensamiento— no tendría in-
cidencia, y por lo tanto utilidad, si se convirtiera en un 
documento frío y técnico que habite solo en los ana-
queles de las buenas intenciones. Para que nuestra 
apuesta funcione, no solo debe inspirar a los candi-
datos a la Presidencia, sino también a los aspirantes al 
Congreso y al público en general.

COLOMBIA 
PROGRESA

PRESIDENTE DE ANIF
José Ignacio López G.

Con esto en mente, les presentamos esta nueva 
edición de Carta Financiera, donde, con un lenguaje 
preciso, pero no pretencioso, buscamos presentar va-
rias de las propuestas de Colombia Progresa 2630 en 
temas tan relevantes como salud, seguridad, energía, 
formalidad, dinámica empresarial, inclusión financiera 
y mercado de capitales. Una hoja de ruta escrita a mu-
chas manos, en un esfuerzo colectivo por sumar, bajo 
la convicción de que sacar al país adelante es un tema 
de muchos –o de todos–. Esperamos que esta revista 
despierte en nuestros lectores no solo la ilusión de un 
futuro más próspero, sino también la urgencia de la 
acción: una acción por el bien común desde las posibi-
lidades de cada uno.

Como es usual, esta publicación no estaría com-
pleta sin un recorrido por los temas más importantes de la 
coyuntura económica nacional y global. En esta ocasión in-
cluimos un análisis de la política comercial de Estados Uni-
dos, del sistema de pagos inmediatos de bajo monto del 
Banco de la República, de la coyuntura fiscal y de los retos 
de las democracias modernas, entre otros.

Carta Financiera ha sido, por 50 años, un referente 
en temas de análisis e investigación económica. Espera-
mos que esta edición no solo honre esa larga tradición, 
sino que sea capaz de inspirar, de hacernos soñar con un 
mejor país y de llamarnos a participar en la construcción 
de una Colombia más próspera para todos.

Colombia Progresa 2630 es una 
alianza inédita de seis centros de 
pensamiento con un claro propósito: 
avanzar desde ya en la construcción 
de una hoja de ruta que permita im-
pulsar el crecimiento incluyente del 
país en los próximos años.

"
"
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La fecundidad 
mundial llegará 
al nivel de 
reemplazo (2,1 
hijos por mujer) 
en 2050, más de 
20 años antes de 
lo previsto

de países del mundo (más de 
dos tercios de la población 
total) ya tienen niveles de 
fecundidad por debajo del 

nivel de reemplazo.

tienen una tasa de fecundidad por 
debajo de 1,4 hijos por mujer.

Nacimientos promedio 
por mujer en el mundo

1960

1990

2024

2050

2100 

1 de cada 10
países 

5 hijos

3,3 hijos

2,2 hijos

2,1 hijos

1,8 hijos

Incluyendo

Estados Unidos

México.

55%

China

Corea del Sur

Singapur

Ucrania 

La tasa es inferior a 1,0 en:

Proyecciones de población: actuales vs. anteriores

Fuente: elaboración ANIF con base en DANE.
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Las remesas han representado un soporte clave para la economía colombiana en lo corrido 
del año y han contribuido a financiar parte del déficit externo. 

El DANE actualizó las proyecciones de población para el país y se 
evidencia un cambio importante. 

En 2018, la tasa de crecimiento poblacional anual era de 1,75%. 
Según las proyecciones anteriores, para 2070 se anticipaba un 

decrecimiento poblacional de -0,41%. Ahora se proyecta que la 

caída sea más pronunciada: -0,75%. 

Pasaremos de 53,1 millones de habitantes en Colombia en 2025, 

a 50,5 millones en el año 2070. El pico poblacional ya no será en el 
año 2051 con 57,7 millones de personas, sino en 2043 con 56 millones. 

Nos estamos envejeciendo

¿Y Colombia?

Tres datos sobre la transición demográfica en el mundo

EN LA MIRA
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El motor económico de las remesas

José Ignacio López, 
presidente de ANIF

En ANIF esperamos que a 
cierre de 2025 la economía muestre 
mayor dinamismo, gracias a una re-
cuperación de la demanda interna. 
No obstante, prevemos importantes 
retos en materia fiscal, así como al-
gunos riesgos inflacionarios y de co-
mercio exterior. 

Crecimiento 

Ese sería el incremento anual del 
Producto Interno Bruto para el cie-
rre de este año, lo que refleja una 
economía que continúa su senda 

de crecimiento.

Desempleo

Se estima que continuará su ten-
dencia a la baja, gracias al creci-
miento acumulado del aparato 

productivo que va impulsado por un 
mayor dinamismo económico.

Inflación

Debido especialmente a los aumen-
tos de la inflación en los últimos tres 
meses, estará más lejos de ubicarse 

dentro del rango meta (2%-4%) al 
finalizar 2025. 

Tasa de interés del BanRep

Ante una inflación que cede len-
tamente y un entorno fiscal desa-
fiante, se espera que el Banco de 

la República mantenga una postu-
ra cautelosa.

Proyecciones ANIF

9,25%

5,1%

9,2%

2,8%

La frase
Colombia se enca-

mina hacia un envejeci-
miento y una reducción 
de su población más rá-
pido de lo previsto, en 
línea con una tendencia 
mundial. Esto es de ma-
yor relevancia para el 
diseño de políticas pú-
blicas y la sostenibilidad 
fiscal de largo plazo.

“

”

crecieron las remesas 
entre enero y agosto 
de este año

13,3% 
US$8.661 millones = ingresos por remesas* 
US$8.556 millones = ingresos por exportaciones de petróleo* 

El valor de las remesas fue equi-

valente al 26% de las expor-
taciones colombianas en el 

primer semestre del año, lo que 
pone en perspectiva su relevancia 

dentro de la balanza de pagos 
del país.

*Entre enero y agosto del 2025
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Por primera vez, seis centros de pensamiento 
se unen para presentar una hoja de ruta 
concreta, con cambios normativos específicos 
y aplicables desde el primer día, para dinamizar 
el desarrollo económico y social de Colombia 

en el próximo cuatrienio.

COLOMBIA  PROGRESA 2630

visión cruzada para asegurar con-
sensos y solidez en las propuestas. 
Así, el conocimiento técnico, el 
diálogo y la trayectoria de cada or-
ganización se han convertido en la 
base de esta hoja de ruta.

El resultado no se limita a 
diagnósticos sectoriales y reco-
mendaciones de política pública. 
El sello distintivo de Colombia Pro-
gresa 2630 es su aplicabilidad in-
mediata. Con el apoyo de la FEDe, 
cada propuesta identifica la vía nor-
mativa idónea —leyes, decretos, re-
soluciones o circulares— y el deta-
lle operativo necesario para que el 
Ejecutivo pueda ponerla en marcha 
desde el día uno. Del diagnóstico a 
la acción.

Esta hoja de ruta no preten-
de abarcar todos los temas de un 
plan de gobierno; se concentra en 
las áreas de especialidad de cada 
centro aliado. Busca, eso sí, aportar 
insumos que alimenten el diálogo 
sobre el futuro del país, con un va-
lor agregado: la definición de la nor-
mativa necesaria para materializar 
cambios que requiere el país. 

En los siguientes artículos, 
los líderes de cada centro deli-
nean los temas más relevantes y 
adelantan algunas de las medi-
das que presentarán en detalle al 
nuevo gobierno. Este es apenas un 
abrebocas de la propuesta de Co-
lombia Progresa 2630 para avanzar 
hacia un país más competitivo, in-
clusivo y sostenible. 

E
l nuevo gobierno recibirá un 
tablero complejo: tensiones en 
el sistema de salud, seguridad 
energética en entredicho, es-

trechez fiscal, mayores preocupa-
ciones de seguridad y un clima de 
negocios que requiere señales. A 
ello se suma un dato elocuente: en la 
última década (2014-2024) el ingre-
so per cápita en Colombia registró 
el segundo crecimiento más bajo en 
seis décadas, únicamente por enci-
ma de la crisis de final del siglo XX. 

Frente a este panorama, seis 
centros de pensamiento líderes en 
el país se unieron en un esfuerzo co-
laborativo excepcional y acordaron 
construir una guía operativa que ayu-
de a dinamizar la economía y a impul-
sar el bienestar social. No es un inven-
tario de recomendaciones: es un plan 
listo para usar.

La alianza empezó a tomar for-
ma a comienzos de este año entre el 
Consejo Privado de Competitividad, 
el Centro Regional de Estudios de 
Energía (CREE), Así Vamos en Salud, 
el Centro de Recursos para el Análisis 
de Conflictos (CERAC), la Fundación 
para el Estado de Derecho (FEDe) y 
el centro de pensamiento económico 
ANIF. Desde entonces, cada organiza-
ción lidera un capítulo en su campo 
de experiencia: competitividad, sec-
tor energético, sector salud, seguri-
dad, agricultura, inclusión financiera y 
mercado de capitales. 

El proceso ha incluido me-
sas técnicas con expertos y una re-

P O R TA D A
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Presidente del Consejo Privado 
de Competitividad – CPC

Ana Fernanda Maiguashca

Para construir un entorno que fomente la inversión, la 
innovación y la formalización se necesita un Estado 

más ágil, coordinado y transparente, capaz de generar 
confianza en el sector productivo y en la ciudadanía. 

RETOS PARA IMPULSAR 
LA COMPETITIVIDAD

P O R TA D A

“pedir permiso” en lugar de “pedir 
perdón” genera incentivos cultura-
les en contra de la creación, favo-
rece la falta de una competencia 
dinámica e incrementa los costos 
del fracaso. Todo lo anterior genera 
impactos sobre nuestra capacidad 
de crecer e innovar.  

Nuestra propuesta busca 
transitar hacia un modelo regulatorio 
más moderno y eficiente, en el que 
los requisitos iniciales no constituyan 
barreras de entrada innecesarias y 
en el que la vigilancia se base en tra-
zabilidad digital, gestión de riesgos 
y muestreos aleatorios. Con ello, se 
pretende reducir tiempos y costos, 
incentivar la competencia y lograr 
reconstituir la confianza en un tejido 
regulatorio e institucional que hoy se 
ve más formal que sustancial. 

D
entro de la iniciativa Colom-
bia Progresa 2630, el capítulo 
de Entorno Competitivo de los 
Negocios es liderado por el 

Consejo Privado de Competitividad 
(CPC). Este proyecto constituye un 
esfuerzo colectivo orientado a iden-

tificar las principales barreras regula-
torias y proponer soluciones que nos 
permitan destrabar el impulso pro-
ductivo de la economía. 

La filosofía que guía la pro-
puesta busca intentar cambiar la di-
námica regulatoria presente que tie-
ne altos niveles de exigencia para el 
proceso de licenciamiento inicial de 
proyectos, productos, procesos y em-
presas, y lograr que permitamos un 
mayor flujo de ideas que sean luego 
revisadas a la luz de sus resultados. 

Hoy día una parte importante 
del control se da antes de que naz-
can los productos o proyectos, limi-
tando la capacidad de innovación 
de la sociedad y con poco control 
ex post que nos permita afirmar que 
en efecto se está tutelando algún 
tipo de protección. Este sesgo a 

Esta propuesta busca cambiar la dinámica regulatoria actual para 
permitir un mayor flujo de ideas que sean luego revisadas a la luz 
de los resultados.

Los hallazgos iniciales mues-
tran que los obstáculos a la competiti-
vidad no se limitan a un sector especí-
fico, sino que atraviesan dimensiones 
transversales como el sistema tributa-
rio, la internacionalización, la creación 
y cierre de empresas y la calidad re-
gulatoria. A nivel sectorial, se prioriza-
ron áreas estratégicas, cada una con 
criterios de análisis vinculados tanto 
al grado de dificultad del desmonte 
normativo (leyes, decretos, resolucio-
nes) como al impacto económico es-
perado de las reformas.

Trámites integrados y vigilan-
cia en calidad

Un aspecto clave identificado 
es la fragmentación de la regulación 
en torno a trámites y ventanillas úni-
cas. Aunque existen instrumentos 
como el Decreto 2106 de 2019 (anti-
trámites) o la Ley 962 de 2005, per-
sisten multiplicidad de plataformas 
dispersas y poca interoperabilidad 
entre entidades. Se propone conso-
lidar la Ventanilla Única de Inversión 
(VUI) de forma que funcione como 
un hub integrador real, que permita 
centralizar trámites de comercio ex-
terior, licencias ambientales, autori-
zaciones urbanísticas y otros proce-
dimientos sectoriales. 

Este cambio requiere ajustes 
normativos que obliguen a las dis-
tintas autoridades a interoperar y ar-
monizar sus tiempos de respuesta, 
reforzando además el mandato de 
gobierno digital previsto en el Conpes 
3975 de 2019.

En materia de calidad, el es-
tudio plantea transformaciones pro-
fundas en las funciones de vigilancia 
sanitaria. Una de las propuestas cen-
trales es redefinir los mecanismos 
técnicos y procedimientos para los 
registros y autorizaciones sanitarias, 
para lo cual estamos explorando po-
sibles caminos para el INVIMA. En ma-
teria de alimentos y bebidas: una tran-
sición a licenciar un solo registro por 
establecimiento y no por producto. 
En cuanto a su rol en medicamentos, 
establecer mecanismos ágiles de ho-
mologación internacional para ingre-
so al canal comercial, aceleración de 
los mecanismos técnicos en el IETS y 
mayor independencia regulatoria.  

R E T O S  PA R A  I M P U L S A R  L A  C O M P E T I T I V I D A D

en promedio tomó un proceso de 
exportación por vía marítima en 
Colombia en 2024

6 días 

propuestas recogió el Consejo 
Privado de Competitividad

900

tramites en el INVIMA están re-
presados, entre medicamentos 
y registros sanitarios

14.000 
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La otra propuesta, en estu-
dio, es revisar las competencias 
del INVIMA y del ICA. El primero 
concentraría su rol en medicamen-
tos, dispositivos médicos y cos-
méticos y el segundo asumiría el 
control de los alimentos en todas 
sus fases —desde la producción 
primaria hasta el consumo— bajo 
el principio de “la granja a la mesa”. 
Este rediseño implicaría modificar 
leyes fundacionales como la Ley 
100 de 1993, la Ley 9 de 1979 y la 
Ley 101 de 1993, así como varios 
decretos que hoy se superponen, a 
fin de liberar duplicidades y adop-
tar un modelo de vigilancia ex post 
basado en trazabilidad digital y 
gestión de riesgos.

En paralelo, se sugiere la 
creación de un Consejo Nacional 
de Inocuidad y Calidad Sanita-
ria, encargado de armonizar nor-
mas y articular la política nacional 
con estándares internacionales. 
También se plantea actualizar el 
Conpes 3446 de 2006 sobre políti-
ca de calidad, integrando elemen-
tos como sostenibilidad, economía 
circular y certificaciones digitales, 
aspectos cada vez más relevantes 
para la competitividad global.

Sistema financiero y tributario
Otro bloque de reformas se 

orienta al sistema financiero y tributa-
rio. Las barreras actuales dificultan la 
modernización de los pagos digitales 
y mantienen distorsiones en el trata-
miento fiscal. Por ejemplo, la exclu-
sión de los depósitos de bajo monto 
como medio de pago válido limita la 
inclusión financiera. Igualmente, per-
sisten diferencias en la retención en 
la fuente entre pagos electrónicos 
y en efectivo, lo que desincentiva el 
uso de medios modernos. 

A ello se suma la duplicidad 
de trámites y reportes que la DIAN 
solicita a los contribuyentes, pese a 
contar con la información a través de 
la nómina electrónica. Las propuestas 
regulatorias buscan homogeneizar 
reglas para todos los medios de pago, 
incluir a fintechs y neobancos en la 
normativa de recaudo, y simplificar la 
carga administrativa con plazos razo-
nables y trámites no redundantes.

Internacionalización y desa-
rrollo empresarial

En el frente de comercio ex-
terior, se destaca la urgencia de re-
formar el Estatuto Aduanero, pasan-
do de un esquema formalista a uno 
basado en riesgo y control ex post. 
Se recomienda avanzar hacia la ple-
na interoperabilidad de los sistemas 
MUISCA y VUCE, eliminar trámites 
duplicados y facilitar la trazabilidad 
digital de las operaciones. 

También se subraya la nece-
sidad de modernizar el régimen de 
zonas francas, introduciendo reglas 
claras que garanticen estabilidad ju-
rídica y reduzcan costos operativos, 
con mayor coordinación público-pri-
vada. Complementariamente, se pro-
pone agilizar las devoluciones de IVA 
en operaciones internacionales, me-
diante la automatización de procesos 
a través de la factura electrónica.

El análisis también examina 
las barreras al desarrollo empresarial. 
Una de las más críticas es el nuevo es-
quema tarifario y el proceso de reno-
vación de registro mercantil introdu-
cido por el Decreto 045 de 2024, que 
incrementa los costos para las micro 
y pequeñas empresas. Se plantea re-
plantear la discusión de la renovación 
de la matrícula, pensar en la compe-

tencia tarifaria de las diferentes cá-
maras y también en la financiación de 
algunas de sus funciones. Finalmente, 
sería ideal consolidar en una sola nor-
ma los beneficios dispersos en leyes 
de emprendimiento, formalización y 
economía creativa.

Finalmente, el documento 
proyecta medidas regulatorias futu-
ras orientadas a la mejora normativa y 
la competitividad. Entre ellas, recrear 
una Alta Consejería Presidencial para 
la Competitividad y Proyectos Estra-
tégicos, depurar más de 900 normas 
vigentes sin reglamentar, aplicar ver-
daderos análisis de impacto norma-
tivo y continuar creando incentivos 
como el Premio de Mejora Regulato-
ria de la CAF-DNP.

En conjunto, estas propuestas 
reflejan la necesidad de un Estado 
más ágil, coordinado y transparen-
te, capaz de generar confianza en el 
sector productivo y en la ciudadanía. 
El reto no es menor: desmontar barre-
ras históricas, reducir costos de tran-
sacción y construir un entorno que 
fomente la inversión, la innovación y 
la formalización. La propuesta 2630 
incluye no solo la depuración inicial 
sino también la metodología y pro-
ceso de mejora para el período presi-
dencial y más allá. 

Es urgente reformar el Estatuto Adua-
nero, pasando a un esquema basado en 
riesgo y control ex post. Se recomienda 
eliminar trámites duplicados y facilitar la 
trazabilidad digital de operaciones.

L A S  T R E S  C R I S I S  D E L  S E C T O R  E N E R G É T I C O

E
l sector energético está en 
crisis. Desde las reformas de 
los años noventa, que nacie-
ron tras el racionamiento de 

1991, el país no había estado en 
tantas dificultades. El sistema que 
produce y transporta la energía 
que necesitan los demás sectores 
para crecer y generar empleo, en-
frenta hoy una triple crisis: una de 
abastecimiento, una financiera y 
una institucional, que se refuerzan 
entre sí y que, si no se corrigen con 
urgencia, pondrán en riesgo la es-
tabilidad económica y la transición 
energética que el país proclama.

La primera crisis, la de abas-
tecimiento, es quizá la más visible. 
No tenemos la certeza sobre cómo 
se expandirá la oferta en electricidad 
para evitar problemas de suministro 
hacia finales de 2028. El propio XM, 
operador del sistema, advierte que 
no en todos los escenarios de hidro-

Director del Centro Regional de 
Estudios de Energía - CREE

Tomás González

LAS TRES CRISIS DEL 
SECTOR ENERGÉTICO

El próximo presidente de Colombia recibirá un sector en alerta roja. 
Fragilidad en el abastecimiento, riesgo de un apagón financiero y 
debilidad institucional amenazan la estabilidad económica del país 

y la transición energética.
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logía contaríamos con la generación 
suficiente para atender la demanda. 
De ahí la urgencia de que la próxima 
subasta, prevista para el primer tri-
mestre de 2026, sea exitosa y consiga 
la totalidad de la energía requerida, 
a diferencia de la de febrero del año 
pasado que consiguió sólo la mitad. 

Pero aún con una subasta 
exitosa, el propio XM advierte que 
garantizar la atención de la deman-
da requiere que entren a tiempo los 
proyectos que se están desarrollan-
do y que son principalmente sola-
res, y que seamos capaces de tener 
la suficiente generación térmica du-
rante los próximos inviernos eléctri-
cos (época de mayores lluvias) para 
que los embalses lleguen lo sufi-
cientemente altos para soportar los 
meses de menor hidrología. 

El problema es que desde 
2020 apenas ha ingresado una cuarta 
parte de la capacidad programada, y 
en transmisión los retrasos promedio 
superan los cuatro años y medio. Las 
señales de inversión se han afectado 
también con cambios regulatorios 
que distorsionan el adecuado fun-
cionamiento del mercado, con ame-
nazas al sector privado y con proce-
sos demorados de licenciamiento 
ambiental que han causado que sólo 
una cuarta parte del tiempo total de 
un proyecto se dedique a la construc-
ción. Un evento de El Niño severo en 
2028 podría despertar los fantasmas 
del racionamiento.

En gas natural, el panorama 
no es más alentador. Colombia per-
dió la autosuficiencia para atender 
la demanda no térmica desde el 
año pasado y, en el mejor de los 
casos, dependerá crecientemente 
del gas importado durante el resto 
de la década actual. Los proyectos 
offshore en el Caribe, que serían los 
que reviertan esta situación, no tie-
nen fecha de entrada cierta y sus 
procesos de licenciamiento son to-
davía problemáticos. 

Lo mismo ocurre con los 
proyectos de importación: existen 
varios en papel, pero sin fechas ni 
cantidades suficientemente claras. 
El propio Gestor del Mercado, que 
hace seguimiento a la operación 
del mercado, señala que a partir del 

próximo año la demanda esencial 
y la industria tendrían un déficit del 
30% frente a la demanda media que 
proyecta el Gobierno. Con el agra-
vante que el gas importado tiene 
precios promedio que son cerca de 
2.5 veces más altos que el promedio 
de los últimos años. Pasamos de un 
mundo de gas barato y abundante a 
uno de gas caro e incierto.

A la fragilidad física se suma 
la crisis financiera. El sector público 
debe casi $6 billones a las empresas 
comercializadoras de energía. Es una 
deuda que se arrastra desde la op-
ción tarifaria y los subsidios insuficien-
temente financiados, y que ha creado 

de déficit tendrían la demanda 
esencial y la industria a partir del 
próximo año frente a la demanda 
media que proyecta el Gobierno

30% 

debe el sector público a las  
empresas comercializadoras  
de energía

$6 billones

una vulnerabilidad que amenaza la 
liquidez del sistema. Cada peso que 
no se paga es un peso que no llega a 
los generadores ni al mantenimiento 
y expansión en redes, y por esta vía 
a sus proveedores que a su vez tiene 
otros proveedores. El gremio de las 
empresas distribuidoras y comercia-
lizadoras de energía estima que la 
deuda equivale a dos años de ingre-
sos por comercialización.

El caso de Aire ilustra el pro-
blema. La empresa intervenida acu-
mula deudas superiores a $2,2 billo-
nes, mientras su recaudo se deteriora 
y las pérdidas aumentan. Ya vimos 
esa película con Electricaribe, cuya 

depende de reglas técnicas, inde-
pendientes y predecibles. Durante 
tres décadas, la CREG fue ese pilar 
que permitió la expansión del sis-
tema, los aumentos en cobertura 
y los avances en confiabilidad que 
hicieron del sistema colombiano un 
referente internacional. En los últi-
mos tres años ese diseño se rompió. 
Nunca se nombraron todos los co-
misionados, se designaron funcio-
narios subalternos en cargos que 
exigen independencia, y se ignoró la 
lógica de pesos y contrapesos que 
inspiró la creación del regulador 
para que operara con una lógica si-
milar a la del Banco de la República.

El resultado ha sido una 
enorme pérdida de confianza en 
los inversionistas a partir de ame-
nazas del Gobierno, señales con-
tradictorias sobre precios y deci-
siones cargadas de ideología más 
que de evidencia. La CREG, que 
durante años fue símbolo de soli-
dez institucional, mostró su vulne-
rabilidad a la política. Y cuando la 
técnica se somete a las pasiones 
del gobierno de turno la inversión 
se detiene, la confianza se erosiona 
y la incertidumbre se apodera de 
las decisiones de los agentes.

Recuperar la con- 
fianza del sector priva-
do, pagar las deudas 
acumuladas y restable-
cer un marco regulato-
rio estable son las ba-
ses de las propuestas 
que está construyen-
do el CREE.

"

"Sin importar su color polí-
tico, el próximo presidente recibi-
rá un sector en alerta roja. Deberá 
enfrentar simultáneamente las tres 
crisis si quiere que la energía asegu-
re su papel de motor del desarrollo. 
Los modelos del CREE muestran 
el tamaño del desafío: habrá que 
multiplicar varias veces la capaci-
dad de generación, expandir 10.000 
kilómetros de redes de transmi-
sión en adición a los planes en cur-
so, asegurar gas suficiente para la 
transición, electrificar la economía, 
sanear las finanzas y cerrar las bre-
chas de acceso que aún tienen con-
denados al subdesarrollo a más de 
4 millones de colombianos. 

Las inversiones necesarias 
para lograrlo superan los US$65 mil 
millones. Pretender que el Estado 
pueda asumirlo solo es una peligro-
sa ilusión. La salida pasa por recu-
perar la confianza del sector priva-
do, pagar las deudas acumuladas 
y restablecer un marco regulatorio 
estable. Esas son las bases de las 
propuestas de solución que está 
construyendo el CREE y que son la 
condición necesaria para recupe-
rar el sistema. Ignorar esta realidad 
sólo agravará las crisis, hará que 
los proyectos no entren a tiempo, la 
transición seguirá quedándose en 
discurso y los costos, como siempre, 
los pagarán desproporcionadamen-
te los más vulnerables. El 2026 es el 
momento en que las decisiones téc-
nicas deben recuperar el lugar que 
la política les arrebató.

intervención costó $12 billones y dejó 
un legado de pérdidas y subinversión. 
Hoy, Afinia y Aire invierten menos de 
la mitad de lo esperado según su ni-
vel de ventas, con el agravante de que 
la decisión del Gobierno de impedir 
que se pueda limitar el suministro a 
las empresas como Aire que no pa-
guen la energía, traslada el riesgo del 
último eslabón a toda la cadena. Esta-
mos ante un riesgo sistémico que nos 
puede llevar a un apagón financiero.

La tercera crisis, la institucio-
nal, es la más silenciosa, pero quizá 
la más grave desde el punto de vista 
estructural. La piedra angular de un 
sector regulado como el energético 

No tenemos la cer-
teza sobre cómo  
se expandirá la 
oferta en electrici-
dad para evitar pro-
blemas de suminis-
tro hacia finales de 
2028.

Una de las prioridades es cerrar las bre-
chas de acceso, que aún tienen conde-
nados al subdesarrollo a más de 4 mi-
llones de colombianos.

L A S  T R E S  C R I S I S  D E L  S E C T O R  E N E R G É T I C O
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E
n un entorno global marcado por 
la transformación digital, la inno-
vación tecnológica y la urgencia 
de construir economías más 

sostenibles, la inclusión financiera y la 
profundización del mercado de capi-
tales se consolidan como pilares del 
crecimiento económico de Colombia. 

En el marco de la iniciativa Co-
lombia Progresa 2630, ANIF lidera el 
capítulo del sistema financiero con el 
propósito de proponer soluciones que 
fortalezcan un ecosistema dinámico, 
inclusivo y competitivo, impulsado 
por la innovación y la digitalización. El 
objetivo es avanzar hacia un mercado 
de capitales más profundo y diversifi-

Presidente del centro de 
pensamiento económico ANIF

José Ignacio López

DOS MOTORES DE 
CRECIMIENTO Y 
DESARROLLO

Colombia debe trabajar por un sistema financiero 
más inclusivo y un mercado de capitales más 
profundo. Solo así, podrá transformar el ahorro en 
desarrollo sostenible, productividad e igualdad 

de oportunidades. 

cado, que promueva el ahorro, amplíe 
las opciones de financiamiento y con-
tribuya al desarrollo empresarial.

A pesar de los avances, el sis-
tema financiero aún presenta brechas 
estructurales entre el acceso formal 
y el uso efectivo de los productos, 
así como una participación limitada 
de emisores e inversionistas en el 
mercado de valores. En inclusión fi-
nanciera, aunque para 2024 el 96% 
de los adultos en Colombia tenía al 
menos un producto de depósito, el 
reto es promover un uso más activo 
y sostenido, especialmente en las zo-
nas rurales, donde solo el 53,4% utiliza 
productos financieros, frente al 89,3% 
en áreas urbanas.

En el mercado de capitales 
persisten desafíos de liquidez, diver-
sidad y profundidad, con una oferta 
concentrada en grandes emisores 
e instrumentos tradicionales, y con 
baja participación de inversionistas 
pequeños. A pesar de los esfuerzos 
conjuntos del Gobierno y el sector pri-
vado, el sistema requiere mayor inno-
vación, competencia y transparencia.

Ante este panorama, se pro-
pone una hoja de ruta integral con 
medidas de corto, mediano y lar-
go plazo, acompañadas de ajustes 

de la población 
rural en Colombia 
utiliza productos fi-
nancieros, frente al 
89,3% de la pobla-
ción urbana. 

53,4% 

de los mayores de 
edad contaba con 
un producto credi-
ticio activo en 2024.

35,5% 

D O S  M O T O R E S  D E  C R E C I M I E N T O  Y  D E S A R R O L L O

normativos e indicadores de segui-
miento y evaluación.

Inclusión e innovación finan-
ciera y digitalización

El acceso al crédito formal 
sigue siendo un desafío central: en 
2024 solo el 35,5% de los mayores 
de edad contaba con un producto 
crediticio activo. Si se incluyen los 
créditos del sector no financiero 
formal, como los ofrecidos por Fin-
tech y empresas del sector real, la 
cifra apenas alcanza el 50,5%1.

Esta brecha se explica, en-
tre otras razones, por la relación 
entre la tasa de usura y el aumento 
del crédito informal, especialmen-
te entre los hogares de menores 
ingresos, que suelen quedar ex-
cluidos del sistema formal por su 
perfil de riesgo. Se propone revisar 
la metodología de cálculo de di-
cha tasa, diferenciando por tipo de 
crédito y estableciendo reglas cla-
ras que limiten la discrecionalidad 
del Gobierno, con mecanismos de 
transición ante eventuales ajustes.

También se recomienda for-
talecer los modelos de evaluación 
crediticia mediante el uso de da-
tos alternativos, provenientes de 
sectores como telecomunicacio-
nes, servicios públicos y entidades 
estatales. La ausencia de historial 
crediticio es una de las principales 
barreras para las micro y pequeñas 
empresas; por eso, integrar esta in-
formación en los hubs de innova-
ción y en el sandbox regulatorio 
puede ampliar de forma sostenible 
la inclusión financiera.

En cuanto a educación y for-
talecimiento de capacidades, se su-
giere actualizar el Conpes 4005 de 
2020 para establecer un nuevo plan 
de acción que promueva programas 
de mentoría y formación práctica, es-
pecialmente dirigidos a jóvenes, mu-
jeres rurales, personas mayores y mi-
croempresarios. Además, se requiere 

1 Reporte de Inclusión Financiera 2024. Super-
intendencia Financiera de Colombia y Banca 
de las Oportunidades con Datos de TransUnion 
y DANE. Publicado en mayo de 2025. 

El fortalecimiento de la inclusión finan-
ciera y del mercado de capitales requiere una 
agenda integral que combine innovación tecno-
lógica, reformas regulatorias y coordinación públi-
co-privada.

"
"

Una de las prioridades es cerrar las 
brechas de acceso, que aún tienen 
condenados al subdesarrollo a más 
de 4 millones de colombianos.



20

P O R TA D A

se propone fortalecer la interope-
rabilidad entre las bolsas de Chile, 
Perú y Colombia, ampliando la in-
tegración regional y la visibilidad 
internacional del mercado.

Asimismo, se deben diversi-
ficar los instrumentos financieros, 
impulsando bonos verdes, sociales 
y sostenibles, fondos de inversión 
colectiva y vehículos regionales 
destinados a proyectos de infraes-
tructura y transición energética. 
Esto permitirá movilizar capital ha-
cia proyectos estratégicos de largo 
plazo y recuperar la capacidad del 
país para emprender obras de gran 
impacto económico y social.

Otro frente clave es la amplia-
ción de emisores e inversionistas. Se 
sugiere revisar y simplificar la norma-
tividad bajo competencia de la Su-
perintendencia Financiera, la URF y el 
AMV, habilitando la participación de 
Sociedades por Acciones Simplifica-
das (SAS) como emisores y creando 
un régimen diferenciado para PYMES. 

Además, se requiere fortalecer el Se-
gundo Mercado, facilitando el acceso 
de empresas medianas y pequeñas a 
nuevas fuentes de financiamiento.

Finalmente, se deben com-
plementar los avances normativos 
del Decreto 1239 de 2024 con es-
quemas que amplíen el uso de li-
cencias modulares y permitan el 
licenciamiento independiente, así 
como regular la actuación de nue-
vos actores —como los finfluen-
cers— para fomentar transparencia 
y profesionalización en el mercado.

El fortalecimiento de la in-
clusión financiera y del mercado de 
capitales requiere una agenda inte-
gral que combine innovación tec-
nológica, reformas regulatorias y 
coordinación público-privada. Solo 
a través de un sistema financie-
ro más inclusivo y un mercado de 
capitales más profundo, Colombia 
podrá transformar el ahorro en de-
sarrollo sostenible, productividad e 
igualdad de oportunidades.

fortalecer la gobernanza institucional, 
evaluando el funcionamiento y resul-
tados de la Comisión Intersectorial 
para la Inclusión y Educación Econó-
mica y Financiera garantizando una 
articulación más efectiva y evaluacio-
nes periódicas de impacto.

Dentro del componente de 
educación financiera, se requie-
re incorporar de manera explícita 
la dimensión de salud y bienestar 
financiero. Este enfoque permite 
que las personas y las MiPymes 
desarrollen capacidades para pla-
nificar, manejar imprevistos y to-
mar decisiones informadas que 
impulsen su productividad y esta-
bilidad económica. De esta forma, 
la educación financiera trasciende 
el aprendizaje teórico y se con-
vierte en una herramienta práctica 
para mejorar la resiliencia y el cre-
cimiento sostenible.

En materia de open finance 
y datos abiertos, Colombia cuenta 
con un marco regulatorio avanzado 
(Ley 1266 de 2008, Ley 1581 de 2012, 
Decreto 1297 de 2022 y las disposi-
ciones del Plan Nacional de Desa-
rrollo). Sin embargo, se necesita un 
esquema de gobernanza integral 
que incluya tanto a actores vigilados 
como no vigilados por la Superin-
tendencia Financiera, para asegurar 
interoperabilidad, seguridad y con-
diciones competitivas equitativas.

Finalmente, reducir el uso 
del efectivo sigue siendo un reto 
prioritario: más del 75% de las 
transacciones aún se realizan en 
efectivo. El programa de pagos 
inmediatos Bre-B del Banco de la 
República es un avance relevante, 
pero es necesario seguir impul-
sando los pagos digitales intero-
perables, eliminar barreras como 
el Gravamen a los Movimientos Fi-
nancieros (4x1000) y fortalecer la 
infraestructura digital y energética 
en zonas rurales.

Profundización del mercado 
de capitales

Un mercado de capitales 
profundo y líquido es esencial para 
canalizar el ahorro hacia la inver-
sión productiva, fomentar la inno-
vación y generar empleo. Para ello, 

de las transacciones 
en el país aún se rea-
lizan en efectivo.

75% 
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T
reinta y dos años después de la 
reforma de 1993, Colombia pue-
de mostrar logros innegables 
en salud. Se amplió la cobertu-

ra hasta alcanzar la universalidad, se 
redujo el gasto de bolsillo de las fa-
milias y mejoraron indicadores esen-
ciales como la mortalidad infantil y 
materna. Millones de colombianos 
accedieron a servicios y medicamen-
tos que antes les eran inalcanzables. 
La clave estuvo en una alianza públi-
co-privada singular: recursos públi-
cos solidarios administrados bajo re-
glas de aseguramiento, con libertad 
de elección de los ciudadanos y una 

Director del centro de 
pensamiento Así Vamos en 
Salud. Exministro de Salud

Augusto Galán Sarmiento

MANTENER LO 
ALCANZADO,

CORREGIR EL RUMBO

red mixta de prestación que movilizó 
capacidades estatales y privadas. Esa 
alianza, acompañada de instituciones 
técnicas, permitió que la política de 
salud se sostuviera en el tiempo, de-
mostrando que cuando se organizan 
la rectoría del Estado y la eficiencia 
privada se logran avances duraderos.

No fue un camino libre de tro-
piezos. Persistieron brechas territo-
riales significativas, inequidad urba-
na-rural, desbalance entre la oferta 
y la demanda y fallas de supervisión. 
Sin embargo, el saldo neto fue positi-
vo: en tres décadas el país construyó 
un sistema que evitó a las familias 
caer en la ruina por enfermar, que 
acercó especialistas a las regiones y 
consolidó políticas de medicamen-
tos que bajaron precios y ampliaron 
el acceso. El sistema se convirtió en 
un patrimonio común, defendido en 
muchos aspectos incluso por quie-
nes lo criticaban, porque en su vida 
diaria veían que funcionaba. Basta 
recordar las campañas masivas de 
vacunación que erradicaron enfer-
medades, el acceso a tratamientos 
de alto costo que antes solo eran pri-
vilegio de unos pocos o la disminu-
ción de la pobreza extrema gracias a 

Renovar el aseguramiento en salud, mantener la alianza 
público-privada con mejor regulación del Estado, rescatar 
la estabilidad financiera y transformar la atención desde la 
prevención son los cuatro pilares de la ruta que Colombia 

necesita en salud.

la protección financiera que brindó el 
sistema de salud.

Hoy ese capital acumulado se 
deteriora a gran velocidad. El actual 
Gobierno nacional, en lugar de for-
talecer lo construido, ha optado por 
desmontarlo sin consensos ni eva-
luaciones serias. Mediante decretos 
y medidas improvisadas, restringió la 
función de aseguramiento, fragmen-
tó las redes y generó incertidumbre 
en los pagos. Se diluyó la protección 
financiera individual que garantiza-
ba la UPC, se alteraron los incentivos 
de atención integral y se restauró un 
subsidio a la oferta sin reglas claras. 
El resultado es un sistema más frag-

M A N T E N E R  L O  A L CA N Z A D O,  C O R R E G I R  E L  R U M B O

Colombia debe 
apostar a un pacto 
que ponga por delan-
te a los pacientes y a 
quienes los atienden, 
que traduzca los prin-
cipios de solidaridad, 
protección financiera 
y continuidad en me-
tas verificables.

más en consignas ideológicas que 
en resultados tangibles para la gen-
te. Nadie desconoce que el sistema 
heredó deudas, brechas territoria-
les y una atención primaria por me-
jorar, pero el remedio improvisado 
terminó agravando la enfermedad. 
El ciudadano común, que antes en-
contraba en el sistema un camino 
confuso pero transitable, hoy en-
frenta una ruta incierta en la que no 
sabe quién le autorizará, quién pa-
gará o quién responderá.

El camino para los próximos 
años

Rectificar es urgente. La pri-
mera tarea es estabilizar el flujo de 
recursos: giros oportunos y trans-
parentes, auditoría concurrente, 
acuerdos de pago verificables y 
trazabilidad pública del dinero 
hasta el prestador. Con estabilidad 
financiera se recupera la confian-
za de clínicas, hospitales y talento 
humano. El país necesita un table-
ro único de deudas y pagos, visible 
para todos, que devuelva transpa-
rencia y reduzca la incertidumbre. 
Sin liquidez, cualquier reforma es 
un castillo en el aire.

El segundo paso es refor-
mar la gestión del aseguramiento. 
La alianza público-privada debe 
mantenerse bajo nuevas reglas: 
gestoras sólidas, con solvencia 
demostrada, gobierno corporativo 
exigente, responsabilidades pre-
cisas y mecanismos de pago liga-
dos a resultados en salud. La libre 
elección del usuario debe preser-
varse, porque es garantía de dig-
nidad, pero acompañada de una 
regulación más estricta y de redes 
integradas de servicios que ase-
guren continuidad. El Estado debe 
ser regulador fuerte y rector técni-
co, no administrador improvisado 
ni juez parcializado. La experiencia 
internacional demuestra que los 
sistemas más equitativos son los 
que combinan financiamiento pú-
blico con provisión mixta y plural 
bajo reglas claras.

El tercer tramo es transformar 
hacia donde más lo necesita la socie-
dad: fortalecer la Atención Primaria en 
Salud con equipos multiprofesiona-

mentado, con pacientes atrapados 
en trámites interminables, hospitales 
y clínicas con tensiones de caja y un 
talento humano desmotivado por la 
inestabilidad. Lo que fue una alianza 
virtuosa entre lo público y lo privado 
se convirtió en un terreno de sospe-
cha y desconfianza.

Los efectos ya se sienten: 
demoras en citas, interrupciones en 
tratamientos, fallas en suministro 
de medicamentos, deterioro en los 
tiempos de atención de urgencias y 
un clima laboral incierto. La gober-
nanza oscila entre la intervención 
tardía y el vacío regulatorio, mien-
tras el debate público se centra 

"

"
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Por último, esta transforma-
ción no puede hacerse sin una agen-
da anticorrupción que cierre las rendi-
jas por donde se pierden los recursos: 
contratación abierta, analítica de da-
tos y sanciones efectivas.

La salud es demasiado im-
portante para reducirla a una dispu-
ta ideológica. Lo que está en juego 
no es solo la arquitectura del siste-
ma, sino la confianza de los ciuda-
danos en que, cuando enferman, 
encontrarán respuesta oportuna y 
digna. La competitividad y produc-
tividad nacionales se hallan ligadas 
a la salud oportuna para la pobla-
ción.  El país necesita preservar lo 
que funcionó: la combinación de re-
cursos públicos con gestión privada 
bajo la guía de un Estado regulador 
y garante. Esa alianza público-pri-
vada es un patrimonio nacional que 
no puede perderse, sino perfec-
cionarse. Colombia debe apostar a 
un pacto que ponga por delante a 
los pacientes y a quienes los atien-
den, que traduzca los principios de 
solidaridad, protección financiera y 
continuidad en metas verificables. 
Menos consignas, más resultados.

Aún estamos a tiempo. Rectifi-
car no es retroceder, es gobernar con 
responsabilidad. Renovar el asegura-
miento en salud, mantener la alianza 
público-privada con mejor regulación 
del Estado, rescatar la estabilidad fi-
nanciera y transformar la atención 
desde la prevención son los cuatro 
pilares de la ruta que Colombia ne-
cesita. Si lo hacemos, la salud seguirá 
siendo motor de progreso y equidad. 
Si no, la historia cobrará el costo de 
haber destruido lo que funcionaba sin 
haber construido nada mejor.

Los logros de tres décadas 
nos recuerdan que sí era posible. Por 
eso la tarea de hoy no es inventar 
desde cero, sino cuidar lo sembra-
do y cultivarlo mejor. La salud, como 
bien público y derecho ciudadano, 
exige responsabilidad, visión de lar-
go plazo y un acuerdo nacional mí-
nimo. Solo así podremos legar a las 
próximas generaciones un sistema 
que no dependa de los caprichos 
de un gobierno de turno, sino de la 
fortaleza de sus instituciones y de la 
confianza de la gente. 

billones fue el patrimonio nega-
tivo de las EPS en junio de 2025 
(sin Nueva EPS). Hace tres años 
era de $553 mil millones.

$11,4

La escacés de medicamentos está co-
brando vidas actualmente. Necesita-
mos consolidar una política farmacéu-
tica integral con regulación de precios 
y compras transparentes. 

les, competencias delimitadas, metas 
de prevención y manejo de crónicos; 
formalizar al talento humano con un 
estatuto laboral digno, formación 
pertinente y distribución equitativa 
para las zonas apartadas; consolidar 
una política farmacéutica integral 
que combine regulación de precios, 
evaluación rigurosa de tecnologías y 
compras transparentes; e impulsar la 
interoperabilidad de la historia clínica 
para garantizar continuidad y calidad. 

S E G U R I D A D  PA R A  P R O T E G E R

El país se enfrenta a un recrudecimiento sostenido de violencia. 
En general, hay consenso frente a los problemas, pero este 
desaparece cuando se tratan de plantear las soluciones. En 

este artículo se delinean algunas ideas de la hoja de ruta que 
presenta Colombia Progresa 2630 en el tema de seguridad.

SEGURIDAD PARA 
PROTEGER

Director del
CERAC

Jorge Restrepo

A
unque hay un consenso 
amplio alrededor de que 
Colombia enfrenta enor-
mes desafíos de política en 

materia de seguridad, de que esta 
es la principal preocupación de los 
votantes y que el próximo gobier-
no tendrá su mayor desafío en esta 
materia, al avanzar un diagnóstico 
que permita hacer propuestas de 
política pública de seguridad, des-

Periodista

Matías Troconis

S E G U R I D A D  PA R A  P R O T E G E R
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aparece buena parte de ese con-
senso frente a qué soluciones son 
las más efectivas. 

Durante el último año en 
CERAC, como parte de la iniciati-
va 2630, adelantamos un ejercicio 
sistemático para comprender los 
principales problemas de seguri-
dad en Colombia con base en las 
tendencias más recientes de vio-
lencia y criminalidad, con el pro-
pósito de aislar los problemas más 
recurrentes y diseñar soluciones 
de implementación inmediata. 

En nuestro análisis compa-
ramos los diagnósticos y proble-
máticas señalados por 41 aspiran-
tes a la Presidencia y expertos en 
seguridad, con la evidencia cuan-
titativa disponible. Encontramos 
algunas coincidencias entre diag-
nósticos políticos y evidencia em-
pírica: el resultado es un panorama 
de las fallas estructurales de la 
prestación de los servicios de se-
guridad y justicia. 

Los cinco problemas
principales

El diagnóstico arroja cinco 
hallazgos principales. En primer 
lugar, el país no ha logrado redu-
cir la tasa de homicidios de forma 
significativa: alcanzó 27 por cada 
100.000 habitantes en 2024, según 
el registro de estadísticas vitales 
del DANE, lo que deja a Colombia 
como el segundo país con más ho-
micidios de las Américas. El desafío 
no es sólo reducir la violencia, sino 
que se estabilizó en niveles inacep-
tables: 14 mil homicidios al año. 

Recientemente, el Ministerio 
de Defensa informó que más del 
70% de los homicidios registrados 
están asociados al crimen organiza-
do. La congestión de la justicia –re-
sultado de esta alta violencia como 
instrumento del crimen– es refor-
zada por una impunidad superior 
al 80%, lo que, a su vez, incentiva y 
normaliza los crímenes violentos. 

En segundo lugar, el secues-
tro extorsivo casi se ha triplicado 
desde el año 2020, mientras que 
la extorsión –un crimen caracteri-
zado por su subregistro– pasó de 
8.000 casos por año en 2020 a más 

de 13.000 en 2024. Estas prácticas 
criminales han cambiado significa-
tivamente. La mayoría de los casos 
de secuestro son de corta dura-
ción y están ligados a la extorsión. 
La extorsión, por su parte, se volvió 
continuada, repetida y se tecnificó, 
tanto en los medios para su pago, 
como en el uso de call-centers 
desde las cárceles. En zonas rura-
les y centros urbanos se combina 
con esquemas de “protección” de 
la propia violencia de las organiza-
ciones criminales. 

En cuarto lugar, el terroris-
mo ha mostrado una trayectoria 
ascendente, con un incremento 
del 52% entre 2022 y 2024 y un 7% 
adicional en lo corrido de 2025. La 

"

La ausencia de las instituciones 
estatales de provisión de seguridad 
y justicia y la limitada capacidad 
de respuesta rápida son percibidas 
como las principales causas de in-
seguridad en el país.

"

convergencia entre violencia polí-
tica y crimen organizado –patente 
en el asesinato del senador Miguel 
Uribe Turbay, entre otros– ha reac-
tivado el riesgo terrorista. 

Finalmente, el conflicto ar-
mado se caracteriza hoy por una 
expansión lenta pero sostenida de 
grupos ilegales, y un aumento de 
las disputas entre grupos arma-
dos con una menor proporción de 
enfrentamientos contra el Estado. 
También se evidencia un aumento 
en el reclutamiento de menores y 
un crecimiento de las víctimas civi-
les en el último año, que alcanza al 
13% de víctimas, con un fuerte au-
mento del confinamiento y el des-
plazamiento forzado. 

co, la extorsión y el contrabando de 
forma integrada. En línea con esta 
reforma, se debe profundizar la 
cooperación judicial internacional 
y un control fronterizo más estricto. 

Finalmente, se propone in-
novar en inteligencia y tecnología 
con el uso de nuevas tecnologías 
aéreas y terrestres, información re-
mota, inteligencia artificial y análisis 
de datos, para anticipar amenazas y 
focalizar las respuestas del Estado.

En conclusión, el país se en-
frenta a un recrudecimiento sos-
tenido de violencia, impunidad y 
debilidad institucional, en el que 
la Fuerza Pública carece de ca-
pacidades modernas mientras las 
técnicas y tecnologías de los gru-
pos armados se diversifican. El reto 
inmediato es convertir estas pro-
puestas en una agenda de Estado 
que devuelva a las fuerzas militares 
la capacidad efectiva de proteger a 
la ciudadanía y prestar un servicio 
de seguridad suficiente.

Las razones detrás
de las cifras

El análisis de las problemá-
ticas recurrentes confirma que la 
ausencia de las instituciones es-
tatales de provisión de seguridad 
y justicia y la limitada capacidad 
de respuesta rápida son percibi-
das como las principales causas 
de inseguridad en el país. A ello 
se suman el atraso tecnológico, la 
falta de capacidades y debilidad 
operativa en defensa, y la lentitud 
e ineficacia judicial en materia cri-
minal, con una consecuente impu-
nidad acumulada.  

Como factores de agrava-
miento aparecen la politización de 
la violencia, la falta de continuidad 
–e incluso la reversión– en las po-
líticas gubernamentales en materia 
de seguridad y la descoordinación 
ministerial. No podemos dejar de 
mencionar lo que es el sustrato para 
muchos en el consenso menciona-
do: las economías ilegales, como la 
producción y tráfico de narcóticos, 
la minería criminal, el contrabando 
y el lavado de activos, que sostie-
nen a los grupos armados y blo-
quean el desarrollo regional.

Frente a este panorama, el 
trabajo de recopilación y contraste 
de fuentes permitió identificar cin-
co propuestas clave. 

La primera consiste en res-
ponder a las demandas de control 
territorial mediante la presencia  
de instituciones estatales, ofer-
ta de justicia penal y una mayor  
y más eficaz respuesta de la Fuer-
za Pública. 

La segunda es el fortaleci-
miento de capacidades de la Fuer-
za Pública con mayor respaldo 
inter-institucional y dotación tecno-
lógica innovadora que disminuya los 
costos de la prestación del servicio. 

En tercer lugar, se plantea 
una reforma de la justicia penal que 
reduzca la impunidad mediante 
mayor eficacia investigativa, la tipi-
ficación de la pertenencia a organi-
zaciones criminales y la eliminación 
o reforma del delito político. 

La cuarta propuesta es cor-
tar las fuentes de financiamiento 
criminal, combatiendo el narcotráfi-

S E G U R I D A D  PA R A  P R O T E G E R

de los homicidios 
registrados están 
asociados al crimen 
organizado

70%

aumentaron los se-
cuestros solo entre 
enero y mayo de 
2024

49%

Un aparte especial merece 
la violencia intrafamiliar y el femi-
nicidio, que muestran también un 
deterioro significativo y sostenido, 
alcanzando máximos históricos, 
aunque no aparecen en el radar de 
casi ningún diagnóstico. 

Estas cifras —catorce mil ho-
micidios anuales, 49% de aumento en 
secuestros solo entre enero y mayo 
del 2024, más del doble de casos de 
extorsión registrados con 13.802 de-
nuncias en el último año, 52% de in-
cremento en acciones terroristas y un 
60% más de muertes por violencia del 
conflicto desde 2024— muestran que 
la violencia en Colombia se ha inten-
sificado y diversificado más rápido de 
lo que responde el Estado. 
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El país necesita replantear sus normas agrarias y consolidar
un marco estable y coherente, capaz de ofrecer confianza 
a los productores, a las comunidades y a los inversionistas.

EL DESARROLLO RURAL 
MÁS ALLÁ DE LA TIERRA 

D
urante décadas, la regula-
ción agraria en Colombia 
se ha construido sobre una 
visión que concibe la tierra 

como un fin en sí mismo. Esa con-
cepción, heredera de un contexto 
histórico marcado por la necesidad 
de frenar la concentración y evitar 
el despojo, terminó convirtiéndose 
en un eje rígido del derecho agra-
rio. El problema es que hoy esa vi-
sión es insuficiente para responder 
a los retos de un país que necesita 
dinamizar el sector rural y, al mis-
mo tiempo, garantizar que los be-
neficios de la producción lleguen a 
las comunidades.

La Unidad Agrícola Familiar 
(UAF) nació como herramienta de 
justicia distributiva y de racionali-
zación del uso del suelo, pero en 
muchos casos se ha transformado 
en un límite artificial que no co-
rresponde a la realidad productiva. 

Investigadora de la Fundación para 
el Estado de Derecho - FEDe

Lorena Garnica

Pretender que un proyecto agrí-
cola, forestal o agroindustrial se 
ajuste a ese marco, sin considerar 
las escalas que exige la economía 
global, produce el efecto contrario 
al buscado: desincentiva la inver-
sión, obstaculiza la generación de 
empleo y reduce la competitividad 
del campo colombiano.

Hoy contamos con recursos 
técnicos y tecnológicos que per-
miten un abordaje mucho más so-
fisticado del ordenamiento de la 
tierra. Los sistemas de información 
geográfica, la interoperabilidad de 
catastro y registro, la trazabilidad 
ambiental y las plataformas de big 
data nos ofrecen herramientas para 
evaluar con precisión las condicio-
nes de cada predio y definir qué 
tipo de proyectos son sostenibles 
en el tiempo. Insistir en parámetros 
que desconocen esa realidad es re-
nunciar a la posibilidad de aprove-
char la innovación para mejorar la 
productividad rural y garantizar la 
sostenibilidad ambiental.

La pregunta de fondo es 
si queremos que el derecho siga 
siendo un obstáculo o si, por el 
contrario, queremos que habilite 
el desarrollo. Replantear normas 
que fueron útiles en el pasado, 
pero hoy son rígidas, no significa 
desmontar las garantías sociales 
ni desconocer la función social y 
ecológica de la propiedad. Al con-
trario, se trata de asegurar que 
esas garantías se materialicen en 
un entorno rural capaz de atraer in-
versión responsable, crear empleo 
digno y generar bienestar para las 
comunidades locales.

La experiencia internacional 
muestra que los países que han lo-
grado avanzar en la modernización 
de su sector agrario lo han hecho 
flexibilizando su marco normativo. 
No se trata de abrir la puerta al aca-
paramiento indiscriminado, sino de 
diseñar mecanismos que permitan 
superar límites arbitrarios y res-
ponder a la demanda de proyectos 
diversos del mundo contemporá-
neo. Desde energías renovables 
hasta mercados de carbono, pa-
sando por agroindustrias de escala 
intermedia, Colombia necesita un 

régimen agrario que reconozca la 
pluralidad de modelos de produc-
ción y la complejidad de los desa-
fíos climáticos y económicos.

Flexibilizar el mercado de 
tierras tampoco significa dejarlo 
librado a la especulación. Por el 
contrario, implica diseñar reglas 
claras para la circulación de la 
propiedad, crear instrumentos que 
faciliten la asociatividad y garanti-
zar que el acceso no se traduzca 
en exclusión de las comunidades 
rurales. La clave está en entender 
que la tierra no es solo un bien en 
sí mismo, sino un factor producti-
vo cuya adecuada gestión puede 
contribuir al desarrollo sostenible.

El país atraviesa una coyun-
tura en la que la seguridad jurí-
dica y la previsibilidad normativa 
son esenciales. Las modificaciones 
constantes en materia de ordena-
miento territorial, los conflictos de 
competencias entre entidades y la 
dispersión normativa generan in-
certidumbre para quienes quieren 
invertir en el campo. Replantear las 
normas agrarias implica también 
consolidar un marco estable y co-
herente, capaz de ofrecer confianza 
a los productores, a las comunida-
des y a los inversionistas.

No podemos seguir abor-
dando la regulación rural desde 
los paradigmas del siglo pasado. 
La combinación de nuevas tec-
nologías, mercados globales y 
realidades sociales nos obliga a 
actualizar el marco normativo con 
una mirada pragmática, flexible 
y orientada al futuro. Repensar la 
UAF, habilitar proyectos de escala 
diversa y facilitar un mercado de 
tierras transparente y dinámico no 
es una opción, es una necesidad.

Colombia tiene en sus manos 
la oportunidad de transformar su 
derecho agrario en un instrumento 
de desarrollo sostenible. Para ello 
se requiere valentía política, crea-
tividad jurídica y un compromiso 
genuino con el bienestar de las co-
munidades rurales. No se trata de 
proteger la tierra como un ícono 
inmóvil, sino de ponerla al servicio 
de un país que busca equidad, pro-
ductividad y sostenibilidad.

Replantear normas 
que fueron útiles en el 
pasado, pero hoy son rí-
gidas, no significa des-
montar las garantías so-
ciales ni desconocer la 
función social y ecológi-
ca de la propiedad.

"

"

E L  D E S A R R O L L O  R U R A L  M Á S  A L L Á  D E  L A  T I E R R A 

Resulta clave en-
tender que la tierra 
no es solo un bien 
en sí mismo, sino 
un factor produc-
tivo cuya adecua-
da gestión puede 
contribuir al desa-
rrollo sostenible.
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Colombia Progresa 2630 impulsa 
propuestas regulatorias concretas que, 

en últimas, son herramientas estratégicas 
para la competitividad del país y el 
fortalecimiento de sus instituciones

NUESTRO MAYOR 
DIFERENCIADOR

Director de la Fundación para 
el Estado de Derecho - FEDe

Andrés Caro
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En la Fundación para el Estado 
de Derecho, hemos identificado cinco 
dimensiones y principios clave en los 
que se ve el efecto positivo del ejerci-
cio técnico y participativo de formular 
propuestas regulatorias: 
•	 Seguridad jurídica y legalidad: 

un marco normativo regulatorio 
y actualizado genera confianza 
entre los ciudadanos, los inversio-
nistas y los agentes económicos, 
pues aporta estabilidad y reglas 
claras para la toma de decisiones. 

•	 Eficiencia y fortalecimiento insti-
tucional: la depuración normativa 
libera capacidad administrativa, 
lo que permite que las institucio-
nes o entidades públicas se con-
centren en sus funciones misio-
nales y de mayor impacto.

•	 Legitimidad y participación de-
mocrática: al abrir espacios para 
que diversos actores propongan 
ajustes, se fortalece la cons-
trucción democrática y se ase-
gura que las reformas respon-
dan a la realidad de los distintos 
sectores implicados.

•	 Competitividad y productividad: 
la simplificación normativa re-
duce los obstáculos administra-
tivos, elimina los trámites inne-
cesarios, agiliza los procesos y 
crea las condiciones favorables 
para la inversión, el emprendi-
miento y la innovación.

•	 Modernización regulatoria: en 
respuesta a la transformación 
tecnológica, los cambios en el 
comercio internacional y los retos 
de sostenibilidad, se requiere un 
marco regulatorio ágil, dinámico 
y preparado para anticipar esce-
narios futuros. 

La alianza Colombia Progre-
sa 2630 es entonces una plataforma 
técnica para impulsar propuestas re-
gulatorias alineadas con el desarrollo 
productivo y el fortalecimiento insti-
tucional. Formular estas propuestas 
no es solo una tarea normativa, sino 
que implica ejercer la ciudadanía de 
una manera técnica e informada. Se 
trata de convertir el marco jurídico en 
una herramienta estratégica que pro-
mueva la productividad, fortalezca la 
confianza y habilite las condiciones 
para el progreso.

N U E S T R O  M AYO R  D I F E R E N C I A D O R

L
a alianza Colombia Progresa 
2630 nace de la unión de seis 
centros de pensamiento (ANIF, 
CERAC, CREE, Fundación para el 

Estado de Derecho, Así Vamos en Sa-
lud y el CPC), comprometidos con el 
objetivo de simplificar, depurar y mo-
dernizar el marco normativo colom-
biano para así fomentar la productivi-
dad del país en el marco del respeto 
por la Constitución de 1991 y del Es-
tado de Derecho. Con propuestas re-
gulatorias concretas, viables y estra-
tégicas, esta iniciativa busca incidir en 
los planes de gobierno y en el debate 
electoral del periodo 2026-2030. 

Formular iniciativas regu-
latorias no es un trámite técni-
co; se trata de una herramienta 
institucional valiosa y efectiva.  
Implica identificar normas que, 
aunque quizás se ajustaron a las 
necesidades del momento en el 
que fueron creadas, hoy generan 
costosdesproporcionados, contra-
dicciones jurídicas, zonas grises 
o duplicidades que disminuyen la 
efectividad del Estado, la competi-
tividad empresarial y la calidad de 
vida de los ciudadanos.

Esta metodología de depura-
ción normativa, respaldada por la Ley 
2085 de 2021 y los lineamientos del 
Ministerio de Justicia y del Derecho, 
nos permite avanzar hacia un ordena-
miento jurídico más claro, coherente y 
funcional. Proponer ajustes, reformas 
o derogatorias de las normas existen-
tes no debilita el papel del Estado. Por 
el contrario, lo fortalece con reglas 
más simples, claras y adaptadas a los 
problemas del presente y a los desa-
fíos del futuro. 
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E
n los últimos años, hemos tenido aumentos 
reales significativos en el salario mínimo. ¿Cuál 
cree que ha sido el efecto de dichos aumentos 
sobre el mercado laboral y la inflación?
Carolina Soto: La fijación del salario mínimo 

siempre es difícil y polémica. El salario mínimo es una 
forma de intervenir en los mercados laborales que 
puede tener efectos contraproducentes: puede ayu-
dar a reducir la pobreza y la desigualdad, pero puede 
de otro lado aumentarlas, generando exclusión e in-
formalidad. El salario mínimo tiene también un sentido 
aspiracional, representa la idea de un mínimo vital y su 
fijación tiene una importancia simbólica.

Durante los últimos años la práctica razonable 
de fijar el incremento con base en la inflación obser-
vada y la mayor productividad se ha abandonado. Las 
consecuencias de estas decisiones son motivo de 
debate. El impacto sobre el empleo es difícil de ais-
lar empíricamente. En Colombia, como ocurre en el 
mundo, los mercados de trabajo se están transfor-

mando por cuenta de la conectividad digital 
y la exportación de servicios. Hay una 

transformación estructural en ciernes. 
El desempleo ha disminuido y la in-

formalidad ha crecido levemente. 
Uno puede suponer, con razón, que 
el salario mínimo ha impedido una 
reducción de la informalidad en 
un contexto más favorable.  Sea 
lo que fuere, los peores escena-
rios no se han cumplido.

En cuanto a la inflación, el 
salario mínimo puede haber inci-
dido sobre la inercia inflacionaria 

por cuenta del aumento 
en las expectativas, la 

indexación de algu-
nos precios y tarifas 
( a r r e n d a m i e n t o s , 
servicios de vigilan-
cia y aseo), y el au-
mento de los cos-
tos que pueden 
trasladarse a los 
precios. El con-
trafactual no es 

EX CODIRECTORA DEL BANCO DE LA REPÚBLICA. ACTUAL ASOCIADA SENIOR DE LLYC
Carolina Soto

evidente, pero, en el contexto actual, el efecto del salario 
mínimo es, en el mejor de los casos, no despreciable.

⁠¿Le preocupa el aumento del salario mínimo 
para 2025 en la antesala de las elecciones de Con-
greso y Presidencia?

C.S.: Carolina Soto: Es preocupante. El solo 
anuncio del presidente Petro en el sentido de que este 
último año va a “aprovechar” para aumentar sustan-
cialmente el salario mínimo elevó las expectativas de 
inflación para 2026. El presidente ha sido reiterativo 
en afirmar que, contrario a la ortodoxia económica, el 
incremento real del salario mínimo ha redundado en 
mayor empleo y crecimiento económico, y en una me-
nor tasa de pobreza. En un contexto de inflación re-
sistente y lenta recuperación económica, además con 
una informalidad que aún ronda 55%, esta teoría puede 
terminar siendo perjudicial. Al menos es imprudente.

⁠¿Cuál es el impacto fiscal de incrementos del 
salario mínimo que superan la inflación y las ganan-
cias de productividad?

C.S.: En términos fiscales, los incrementos del 
salario mínimo por encima de la inflación y la produc-
tividad generan mayores presiones de gasto, en espe-
cial cuando las cuentas fiscales enfrentan un desba-
lance histórico como el actual. Si bien los funcionarios 
públicos devengan salarios superiores al salario míni-
mo, el incremento genera un referente para la nego-
ciación salarial con las organizaciones sindicales de 
los empleados públicos, aumenta, por decirlo de algu-
na forma, la “voracidad fiscal”. Además, el incremento 
incidirá sobre el incremento en las pensiones mínimas 
y las rentas vitalicias, sobre los subsidios y transferen-
cias y sobre rubros como el recién homologado “sala-
rio mínimo militar”. En el contexto actual, este impacto 
es muy preocupante. 

E

Los incrementos del salario míni-
mo por encima de la inflación y la pro-
ductividad generan mayores presio-
nes de gasto.
"

"

Azar, Marinescu y Steinbaum, 2022). O, basada en teorías 
estructuralistas, se aumenta el salario con el fin de mejorar 
los ingresos laborales incentivando la demanda interna, y 
esto puede observarse en el aumento del consumo pri-
vado que viene sosteniendo el crecimiento que estamos 
viviendo en el país. 

¿Cuál es el impacto fiscal de incrementos del sa-
lario mínimo que superan la inflación y las ganancias de 
productividad?

L.M.: Hay impacto al generar aumento en el gasto 
fiscal, que está por el lado de los costos de funcionamien-
to y el costo pensional, que hacen parte del gasto y tiene 
que ver con el pago a los funcionarios en su mayor parte 
del sector de seguridad, justicia y control, docencia y sa-
lud, esenciales para el Estado. Por otro lado, las mejoras en 
los ingresos generan mayor recaudo tanto por impuestos 
directos como el impuesto a la renta, como indirectos 
como el IVA.  

Es preciso observar los efectos que podría tener 
en las disminuciones en la criminalidad y la ilegalidad. Si 
Colombia organizara el mercado laboral gene-
rando condiciones decentes, basado en el 
concepto de ‘trabajo decente’ de la OIT, 
es posible que disminuyan los incenti-
vos a ser parte de la economía ilegal, 
con impactos en la disminución del 
gasto en seguridad, el más alto de 
los gastos sociales, generando 
una recomposición del gasto fis-
cal a inversiones no estériles (edu-
cación), disminuyendo las estériles 
(guerra contra la criminalidad).

E
n los últimos años, hemos tenido aumentos reales 
significativos en el salario mínimo. ¿Cuál cree que 
ha sido el efecto de dichos aumentos sobre el mer-
cado laboral y la inflación?

Laura Moisá: Los efectos del aumento del salario 
mínimo dependen del ‘estado del arte’ de una economía. 
Para el caso colombiano, dicho aumento viene siendo 
acompañado (contrario a los posibles resultados teóricos 
clásicos) con mejoras en el mercado de trabajo. Según da-
tos recientes del DANE, los ocupados-empleados crecen 
por encima de los cuenta propia, mejorando, levemente, 
las condiciones del mercado de trabajo. 

Hay varias hipótesis. En los últimos años estamos 
viendo una recomposición de la oferta laboral por factores 
demográficos, pero también por factores objetivos y subje-
tivos de los y las trabajadores más jóvenes. En un país con 
una estructura laboral precaria (bajos salarios, baja produc-
tividad, pocos incentivos a acumular capital humano…) se 
observa que no hay disposición a ocupar puestos precarios 
con bajos salarios. 

Los efectos sobre la inflación son complejos. Co-
lombia tiene un problema estructural y es la alta indexación 
de los precios al salario mínimo, y en ese sentido ya hay 
de facto un efecto automático sobre los precios. Hay que 
revisar esas indexaciones. El salario mínimo constituye el 
principal ingreso de las familias, su recuperación tiene un 
efecto positivo sobre la demanda y el efecto final debe ser 
estudiado cuidadosamente.

¿Le preocupa el aumento del salario mínimo 
para 2025 en la antesala de las elecciones de Congreso 
y Presidencia? 

L.M.: Las elecciones son una forma democrática 
en que los ciudadanos “premian” o “castigan” una política 
que viene gobernando. En el actual contexto, lo que se ha 
observado frente a la política de recuperación del salario 
mínimo en términos reales es que no ha estado vinculada 
al ciclo político ya que viene dándose incluso desde finales 
del anterior gobierno y ha sido una política consistente du-
rante el actual.

Una hipótesis es que los aumentos consistentes del 
salario mínimo pueden basarse en un criterio de “correc-
ción de fallas de mercado”, al reconocer que el mercado 
laboral colombiano tiene características de monopsonio 
empresarial que le permite a las empresas pagar salarios 
por debajo de la productividad marginal (Manning, 2021 y 

*Las respuestas y opi-
niones manifestadas 
por la codirectora 
del Banco de la 
República son a 
título personal y 
no comprometen 
a la Entidad ni a su 
Junta Directiva.  

CODIRECTORA DEL BANCO DE LA REPÚBLICA
Laura Moisá 

E

El aumento del salario mínimo es una de las discusio-
nes económicas más álgidas al final de cada año. Para 
darle voz a dos visiones que se encuentran en cada 
lado del debate, entrevistamos a Carolina Soto, ex co-
directora del Banco de la República, y a Laura Moisá, 
codirectora actual de la misma institución.  
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La imaginación, no tan distante de 
la realidad, lleva a plantearse un 

escenario el próximo año: una nueva 
ministra de Hacienda se posesiona 
en su cargo y se encuentra con una 

situación fiscal en estado de coma y un 
listado de tareas que debe llevar a cabo 

para enderezar la situación.

EL CHIRRIDO

Director del CEDE, 
Universidad de los Andes

Marc Hofstetter

L
a nueva ministra de Hacienda 
se acerca por primera vez a su 
despacho tras asistir a la emoti-
va ceremonia de posesión pre-

sidencial. Al pararse frente a la puer-
ta se detiene a pensar en un dato que 
le parece, con razón, insólito: nunca 
una mujer había ocupado su nuevo 
cargo. Al empujar la puerta y cruzar 
el umbral piensa que debería hacer 
algo con el chirrido estridente que 
emiten las bisagras. Se permite una 
sonrisa pensando que debe ser an-
cestral. Recuerda los papeles que 
carga en su carpeta con los datos 
de la situación fiscal y los proyectos 
para enfrentarla. Ya no hay tiempo 
para más sonrisas. 

Los papeles hablan de una olla 
raspada. Sin virajes drásticos no hay 
espacio para financiar un plan de go-
bierno por austero que sea. ¿Qué tan 
grave es el problema? Hay varias ma-
neras de ver la magnitud de la calami-
dad. Una, la de la primera página que 
abre, señala que la deuda promedio 
relativa al PIB del trienio 2024-2026 
es más alta que la de cualquier año 
en el último siglo. Dos, los déficits del 
mismo trienio estarán entre los cinco 
más altos en 100 años en Colombia. 
Pasa la página y se topa con la de los 
egresos. Busca en dónde se le esca-
pan los recursos y encuentra que uno 
de cada tres pesos que con esfuerzo 
logramos recaudar, se va a pagar los 
intereses de la deuda. Suspira. 

¿Cómo llegamos aquí?
La ministra aún recuerda que 

cuando estudiaba economía a co-
mienzos de los años 90 y el país se 
embarcaba en la redacción de “una 
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gran constitución”—como la llama-
ba la canción de Cepeda—la econo-
mía colombiana era muy distinta. En 
tres décadas y media la suma de los 
ingresos reales de todos los colom-
bianos se triplicó. No es poca cosa, 
piensa. El crecimiento de la actividad 
suele venir de la mano con un ma-
yor peso gubernamental relativo a 
esta. Ese hecho, sumado a la nueva 
constitución —que le exigió al Estado 
muchas más tareas—, hicieron que 
su tamaño también aumentara. Por 
aquellos años mozos el peso del Es-
tado en la economía rondaba el 10%; 
ahora es de un tercio. 

Las tareas crecientes que ha 
ido asumiendo el Estado en estas 
décadas desataron una seguidilla 
de reformas tributarias persiguien-
do la estela del gasto. Ahora ven-
drá otra, la que presentará mañana 
en el Congreso y que espera que 
sea la última en un buen tiempo: 
el tamaño del Estado colombiano 
ya es mayor al de muchos de sus 

Gráfico 2. Diferencial de primas de riesgo de la deuda pública 
entre Colombia y 4 países de América Latina. 

CDS (Credit Default Swaps) de Colombia netos del promedio de Brasil, Perú, Chile y México. Promedio de esa diferencia en los últimos 30 días. 
La línea recta de la izquierda es el promedio entre 2010 y abril de 2021; la de la derecha el promedio desde mayo de 2021. 
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Gráfico 1. Diferencial de tasas de interés de la deuda pública 
en dólares entre Colombia y 4 países de América Latina

EMBI (Emerging Market Bond Index) de Colombia neto del EMBI promedio de Brasil, Perú, Chile y México. Promedio de esa 
diferencia en los últimos 30 días. La línea recta de la izquierda reporta el promedio entre 2010 y abril de 2021; la de la derecha el 
promedio desde mayo de 2021. 

-0,5

0,0

0,5

1,0

1,5

2,0

en
e-

10

se
p-

10

m
ay

-11

en
e-

12

se
p-

12

m
ay

-13

en
e-

14

se
p-

14

m
ay

-15

en
e-

16

se
p-

16

m
ay

-17

en
e-

18

se
p-

18

m
ay

-19

en
e-

20

se
p-

20

m
ay

-2
1

en
e-

22

se
p-

22

m
ay

-2
3

en
e-

24

se
p-

24

m
ay

-2
5

pares en este nivel de desarrollo y 
la disposición de las billeteras ciu-
dadanas a contribuir a la causa co-
mún llega al límite. 

A pesar del enorme y acelera-
do crecimiento del Estado, sus finan-
ciadores confiaban, hasta hace pocos 
años, en su capacidad de honrar las 
obligaciones. Dos métricas ilustran el 
punto. Por un lado, como lo muestra 
la Gráfica 1, la tasa de interés de nues-
tra deuda pública externa en dólares 
solía estar por debajo de la que en 
promedio pagaban nuestros cuatro 
pares principales en la región: Brasil, 
Chile, Perú y México. De otro lado, las 
primas de riesgo de nuestra deuda 
solían estar muy cercanas a las del 
promedio de ese cuarteto de compa-
ración (Gráfica 2). 

A pesar de ese crecimiento 
orgánico del Estado y la carrera ja-
deante del recaudo persiguiéndolo, 
los mercados solían financiarnos sin 
preocupación con bajas tasas de inte-
rés y bajas primas de riesgo relativas.

E L  C H I R R I D O
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“Solían”, pensó la ministra 
viendo por enésima vez las ilus-
traciones. La tasa de interés de la 
deuda colombiana hace tiempo 
dejó de estar por debajo de la de 
sus pares y algo similar les ocu-
rrió a las primas de riesgo. Hubo 
un punto de quiebre que la minis-
tra traza con claridad rayando con 
su bolígrafo las dos ilustraciones: 
mayo de 2021. Esa fecha marca 
un antes y un después en los cos-
tos de financiamiento del Estado 
colombiano. Ya han pasado cinco 
años de ese salto y las cifras si-
guen tercamente trepadas. 

¿Qué pasó en Colombia en 
mayo de 2021? El estallido social, re-
cuerda. La ministra tiene una teoría: 
con una mezcla de genuinas deman-
das sociales, pero también aupado 
por actores políticos populistas, el 
estallido dejó serios interrogantes 
sobre la capacidad de la sociedad de 
ponerse de acuerdo para pagar más 
impuestos. Al mismo tiempo, imposi-
bilitó el retiro de buena parte de las 
ayudas del Estado que se implemen-
taron durante la pandemia (empezan-
do por los subsidios a los combusti-

Por aquellos años mozos (co-
mienzos de los 90s) el peso del 
Estado en la economía rondaba el 
10%; ahora es de un tercio. 
"

"

bles) y que para ese momento ya no 
eran necesarias. Cimentó un Estado 
más grande y averió las posibilidades 
de financiarlo.  

La ministra pasa la página y 
llega a la sección final del primer do-
cumento. El listado de tareas para al-
canzar de una buena vez la coheren-
cia entre los deberes del Estado con 
los recursos para implementarlos. 

¿Qué hacer?
El ajuste de las finanzas pú-

blicas debe incorporar un ajuste 
del gasto y una reforma de los in-
gresos y de la institucionalidad.
•	 Austeridad. La legitimidad del 

ajuste depende de un proceso 
sostenible, no cosmético, de 
austeridad, que incluye:
•	 Todos los salarios que se pa-

guen con recursos del Gobier-
no nacional quedan congela-
dos durante dos años si son de 
más de 4 salarios mínimos. Los 
que están por debajo de esa 
cota, incluyendo el salario míni-
mo, subirán con la inflación.

•	 Reducción de entidades del 
Estado, incluyendo ministe-

rios y embajadas (y de paso, 
pasar ley para que todos los 
embajadores tengan que ser 
de carrera diplomática).

•	 No es legítimo pedir otro 
esfuerzo a los ciudadanos 
mientras vean a miles de fun-
cionarios con vehículos con 
conductor financiados con sus 
impuestos. Se introducirá la 
figura del copago de esos ser-
vicios que se descontará de 
manera proporcional al suel-
do del funcionario.  

•	 La edad de pensión se subirá 
paulatinamente hasta llegar a 
65 años para hombres y muje-
res. El requisito de edad se redu-
cirá para las mujeres en un año 
por cada hijo que hayan tenido. 
Al cumplir los requisitos para 
recibir la pensión, el mínimo de 
esta es un salario mínimo de ese 
momento. De ahí adelante se 
ajustarán solo por inflación. 

•	 Las pensiones harán parte de la 
renta para estimar los impues-
tos personales.

•	 Las asignaciones de retiro de la 
fuerza pública tras veinte años 

de servicio se cobrarán cuando 
el miembro retirado llegue a la 
edad de pensión. En el entre-
tanto, esa asignación será de 
máximo un salario mínimo.

•	 Los maestros cotizarán a la 
EPS de su elección. El sobre-
costo que representa su régi-
men especial actual relativo 
al del resto de empleados se 
sumará a su sueldo actual de 
manera equitativa entre todos 
los maestros.

•	 Se reformará el mecanismo 
de aumento del salario míni-
mo. Ahora será automático por 
inflación. Si algún gobierno 
quiere hacer incrementos adi-
cionales los presentará con el 
Presupuesto General de la Na-
ción en el marco de cálculos 
sobre su costo para las arcas 
del Estado. 

•	 Se acabarán los estratos. Los 
subsidios serán para los hogares 
no para los predios. 

•	 A la totalidad de bienes y ser-
vicios de la economía se les 
subirá un punto el IVA. En el 
momento en que se apruebe 

Además de un ajuste del gasto, se 
debe hacer una reforma de los ingre-
sos del Estado, por ejemplo, autori-
zando el fracking y abriendo nuevas 
exploraciones mineras.

la iniciativa se subirá el salario 
mínimo en ese mismo porcen-
taje y todas las transferencias 
sociales del Estado (adulto 
mayor, renta ciudadana, etc.) 
se ajustarán para compensar el 
posible incremento en precios. 

•	 A partir de 2028, todos los resi-
dentes de Colombia en el rango 
de edad de 25 a 65 años debe-
rán hacer una declaración anual 
de sus ingresos. Esa declaración 
será usada para afinar los criterios 
de asignación de subsidios. Solo 
quienes ganen más de dos sa-
larios mínimos de ese momento 
pagarán impuesto de renta. 

•	 El impuesto a la renta corporativa 
se igualará para todos los secto-
res en una tarifa de 28%. Ningún 
sector pagará menos ni tendrá 
sobretasas. 

•	 Se eliminará el impuesto al pa-
trimonio. 

•	 El Gobierno reformará el me-
canismo de consultas previas, 
autorizará el fracking y abrirá 
nuevas exploraciones mineras. 
Una vez aprobados todos estos 
cambios, descarbonizará las fi-
nanzas públicas vendiendo la 
totalidad de sus activos en esa 
industria. Los recursos se usarán 
para reducir la deuda pública.

•	 Nueva regla fiscal: Se ajustarán 
los parámetros de la regla para 
hacer converger la deuda al 50% 
del PIB. El Comité Autónomo de 
la Regla Fiscal tendrá autono-
mía financiera. Será el encarga-
do de estimar los ingresos futu-
ros con los cuales el Gobierno 
presentará presupuestos que 
deben caber en la regla fiscal. El 
Gobierno solo podrá suspender 
la regla con la autorización uná-
nime del Comité.

La ministra cierra el primer 
documento y abre el segundo dedi-
cado al desarrollo económico: recu-
perar el crecimiento económico es la 
mejor medicina para el dolor fiscal. 
Lo deja sobre el escritorio, será su 
primera tarea del 8 de agosto. Apaga 
la luz y sale de la oficina tan ensimis-
mada que no se entera del chirrido 
estruendoso que retumba en el pa-
sillo al cerrar la puerta. 

E L  C H I R R I D O
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Estimamos cómo se comportaría el ahorro pensional, tanto público 
como privado, luego de la reforma y cuál sería su impacto en el 
mercado de capitales. Los resultados no son muy alentadores. 

LA REFORMA PENSIONAL 
Y SU EFECTO EN EL 

MERCADO DE CAPITALES

E
l ahorro es un pilar clave del de-
sarrollo económico, especial-
mente en economías emergen-
tes como la colombiana. Permite 

canalizar recursos hacia sectores es-
tratégicos como infraestructura, edu-
cación y tecnología, impulsando la 
productividad y competitividad. Más 
que una simple reserva de ingreso, el 
ahorro es motor de inversión y ancla 
de estabilidad macroeconómica.

En medio del reto estructural 
de ahorro que enfrenta nuestra eco-
nomía, los recursos pensionales jue-
gan un rol central. Hoy, muchas de las 
contribuciones activas de los trabaja-
dores tienen como destino las Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones 
(AFPs), que, bajo un manejo eficiente 

Ahorro del Pilar Contributivo (FAPC) 
acumularía ahorro pensional hasta al-
canzar un máximo de 8,3% del PIB en 
2044, lo que representa cerca de $461 
billones de pesos corrientes. A partir 
de ese año, empezaría una reducción 
progresiva del stock, convergiendo a 
1% del PIB en el largo plazo.

En un escenario sin reforma, el 
ahorro pensional del RAIS continuaría 
creciendo hasta alcanzar su máximo 
en el año 2048 con $3.506 billones 
(49,9% del PIB), para luego descen-
der gradualmente hasta 19,2% del PIB 
en el año 2100. En cambio, con la re-
forma, el pico se alcanzaría antes, en 
2037, con $1.209 billones (33,0% del 
PIB), y caería más rápidamente hasta 
representar solo 3,2% del PIB en 2100.

de esos recursos, han logrado que 
hoy el stock total sea cercano a los 
$491,3 billones, de los cuales el 71,4% 
corresponde a rendimientos. 

Con esa motivación y deriva-
do del cambio en el sistema pen-
sional promovido por la Ley 2381 de 
2024, en ANIF realizamos un estudio 
con Porvenir en el cuál construimos 
un modelo pensional del pilar con-
tributivo y estimamos cómo se com-
portaría el ahorro pensional tanto 
público como privado luego de la 
reforma y cuál sería su impacto en 
el mercado capitales. 

Los principales resultados 
apuntan a una reducción en el stock 
de ahorro global. En primer lugar, en 
cuanto al ahorro público, el Fondo de 
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La Ley 2381 de 2024 plantea 
riesgos significativos sobre el ahorro 
nacional, la inversión de largo plazo 
y el mercado de capitales que de-
ben atenderse con urgencia. Ade-
más, la reforma no aborda el reto 
demográfico que enfrenta el país. 
El envejecimiento poblacional y la 
disminución de cotizantes requie-
ren una reforma paramétrica que 
busque elevar la edad de jubilación 
y redefinir el umbral de cotización 
al pilar contributivo para mitigar los 
impactos en el ahorro futuro.

En el caso del FAPC, es esen-
cial que sus recursos sean intocables 
y cuenten con reglas estrictas de uso 
para no comprometer la sostenibili-
dad fiscal. El fondo debe operar con 
independencia, transparencia y una 
estrategia de inversión diversifica-

Gráfico 1. Ahorro pensional nacional en 2040: cambio por cuenta 
de la reforma pensional ($billones, precios constantes de 2024)

Fuente: cálculos ANIF.
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Bajo este escenario, hacia 
2040, con la reforma pensional, las 
AFP dejarían de recibir cerca de 
$360,6 billones constantes de 2024, 
mientras que el ahorro del FAPC al-
canzaría solo $190,9 billones. Es decir, 
la desacumulación del ahorro en las 
AFP no se compensaría con la acu-
mulación del FAPC. Como se observa 
en la gráfica 1, en conjunto, el ahorro 
pensional nacional sería $169,7 billo-
nes constantes menor frente al esce-
nario sin reforma, equivalente a 10,4 
reformas tributarias .

Esta pérdida de ahorro pensio-
nal nacional tiene implicaciones im-
portantes sobre el mercado de capi-
tales al afectar las inversiones que se 
hacen hoy en día en los distintos ac-
tivos del mercado. Para el año 2040, 
esta reducción se concentraría princi-
palmente en deuda pública local ($68 
billones), renta variable internacional 
($47 billones) y fondos de capital pri-
vado ($47 billones), tendencia que se 
mantendría a lo largo de todo el hori-
zonte de análisis.

En suma, una caída en el aho-
rro pensional en el mediano plazo 
compromete la acumulación de capi-
tal a futuro, reduciendo la capacidad 
de respuesta ante choques fiscales 
o financieros y limitando la sosteni-
bilidad del sistema pensional. En el 
mediano y largo plazo, esta situación 
puede debilitar la confianza de inver-
sionistas, afectar la calificación credi-
ticia del país y reducir el espacio fis-
cal disponible para otras prioridades 
económicas y sociales.

Con la reforma pasaremos 
de un sistema 70/30 (ahorro/gasto) 
a uno de 30/70. Hoy de $100 pesos 
de cotizaciones, $70 van para aho-
rro y $30 para gasto en el pago de 
pensiones. Con la reforma, vamos a 
tener lo contario: de $100 pesos de 
cotizaciones se ahorrarán $30 y se 
gastarán $70. Como se observa en 
la gráfica 2, en un escenario sin re-
forma, en 2026 se ahorrarían $34,7 
billones, mientras que, en un esce-
nario con reforma, se ahorrarían solo 
$12,8 billones de ingresos por coti-
zaciones por el parámetro de la Ley 
que dice que se debe restar el 1,8% 
del PIB de los ingresos por cotiza-
ción del FAPC.

Gráfico 2. Ahorro pensional de los trabajadores con y sin reforma 
(estimado cotizaciones 2026, billones de pesos)

Fuente: cálculos ANIF.
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da y eficiente, bajo un sólido esque-
ma de gobernanza con participación 
técnica del Banco de la República 
y supervisión de la Superintenden-
cia Financiera. Siguiendo estándares 
internacionales como el glide path, 
debe equilibrar rentabilidad y riesgo, 
garantizando una gestión eficiente y 
diversificada del portafolio.

Finalmente, es fundamental 
promover un mercado competitivo de 
rentas vitalicias para mejorar las con-
diciones de jubilación. Hoy, la falta de 
competencia restringe las opciones 
de los pensionados, ya que solo las 
aseguradoras locales pueden ofrecer 
rentas vitalicias de vejez y del ramo 
previsional. Permitir la entrada de 
aseguradoras extranjeras impulsaría 
la competencia, ampliaría la oferta y 
beneficiaría a los afiliados.

R E F O R M A  P E N S I O N A L  Y  M E R CA D O  D E  CA P I TA L E S
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Cada vez cobra más relevancia hacer una planeación adecuada para 
asegurarse de que el patrimonio se preserve en el tiempo y genere 

tranquilidad y bienestar a la familia. El sistema financiero en Colombia 
ha respondido a esta necesidad. 

LA RIQUEZA LLEGA 
EN BICICLETA Y SE VA 

EN TREN BALA

Presidente de Fiduciaria 
de Occidente

Mario Estupiñán

S
egún el último Global Weal-
th Report realizado por UBS, 
el mundo volvió a tener más 
riqueza personal en el 2024, 

después de haber tenido una caída 
en el 2022 y un periodo de recupe-
ración en el 2023. Y es que la rique-
za es importante no solo para quien 
la posee, sino que tiene un impacto 
económico positivo en la sociedad 
al financiar la inversión, generar 
crecimiento empresarial y empleo, 
entre otros. No es coincidencia que 
más del 50% de la riqueza personal 
del mundo se encuentre concentra-
da en las dos economías más gran-
des: Estados Unidos y China.

Tradicionalmente se asocia la 
riqueza al capital financiero, sin em-

bargo, existen otros tipos de capital: 
el social, el intelectual, el operativo, 
el humano, el relacional y el espiri-
tual. Todos, en conjunto, son funda-
mentales para construir el patrimonio 
familiar y para asegurar tranquilidad 
y bienestar para las futuras genera-
ciones. No obstante, en muchos ca-
sos se prioriza el capital financiero 
y los otros pasan a segundo plano, 
ocasionando problemas que se van 
acentuando con el tiempo.

Planear estrategias para pre-
servar el patrimonio

Adicional a construir un pa-
trimonio, existe un reto no menor 
que es lograr que este se preserve 
en el tiempo y que genere tranqui-
lidad y bienestar a la familia. Ame-
nazas como los conflictos familia-
res, la falta de involucramiento de 
los descendientes en los negocios, 
el desconocimiento sobre el valor 
del patrimonio y una administra-
ción ineficaz del mismo pueden 
poner en peligro todo lo que se 
ha construido con tanto esfuerzo 
por tantos años. Es por esto que 
cada vez cobra más relevancia ha-
cer una planeación adecuada para 
proteger el patrimonio.

Para ponerlo en términos nu-
méricos, según el estudio Oxford 
Place del 2019, de cada 100 patri-
monios, solo 30 llegarán a la segun-
da generación, nueve a la tercera 
generación y apenas uno llegará a 
la cuarta. 

¿Por qué la transición gene-
racional de la riqueza es tan baja?. 
Principalmente por dos factores:
•	 El viejo refrán dice: “abuelo 

comerciante, padre noble e 
hijo pordiosero”. Se prepara el 
dinero para los hijos, pero no 
a los hijos para el dinero. Esto 
quiere decir que las prime-
ras generaciones centran sus 
esfuerzos en construir el pa-
trimonio, buscando un mejor 
futuro para sus hijos y nietos, 
pero en muchos casos se des-
cuida el desarrollo, es decir, las 
capacidades necesarias para 
administrarlo y hacerlo crecer.

•	 Las disputas familiares: una 
vez el patriarca fallece, las fa-

milias terminan peleando por 
quién se queda con qué, cómo 
se van a administrar los nego-
cios familiares, si los que he-
redan merecen o no hacerlo y 
un sinfín de discusiones per-
sonales, que solo traen como 
resultado el desgaste de las 
relaciones y, adicionalmente, 
el descuido de los negocios y 
del patrimonio.

Principales errores 
Estos son algunos de los prin-

cipales errores que se comenten en 
la preservación de los patrimonios:
•	 Centrarse en el capital finan-

ciero y excluir tanto el capital 
humano como el intelectual, 
inclusive el espiritual. 

•	 Entender la preservación del 
patrimonio como algo estático, 
algo que no pareciese cambiar. 

•	 No preparar a los herederos 
para conservar el patrimonio, 
que va muy de la mano con el 
desconocimiento por la forma 
de administrar esta herencia.  

•	 No dimensionar las amenazas 
tanto internas como externas. 
Aquí me refiero, sobre todo, a 
temas de confidencialidad. 

•	 Pensar en términos cuantitati-
vos y no cualitativos. A veces 
los números son importantes, 
pero lo cualitativo es clave 
para entender el proceso. 

•	 Creer que este es un trabajo fá-
cil de hacer. La administración 
del patrimonio requiere de mu-
cha sensibilidad, perspicacia y 

conocimiento, para seguir con-
servando el capital. 

Soluciones en el mercado 
El sistema financiero en Co-

lombia ha respondido a la necesi-
dad de preservar los patrimonios 
familiares a través de servicios es-
pecializados en la administración 
patrimonial, ofrecidos principalmen-
te por fiduciarias y bancos privados. 
Nos hemos encargado de generar 
herramientas y soluciones de ges-
tión patrimonial a la medida de cada 
familia, propendiendo por disminuir 
todos los riesgos y situaciones men-
cionadas en este artículo y buscan-
do generar tranquilidad, unión fami-
liar y preservación del patrimonio. 

Particularmente en las fidu-
ciarias, contamos con equipos inter-
disciplinarios (abogados, financieros 
y tributaristas expertos en temas 
de familia) que bajo la figura de los 
patrimonios autónomos diseñan e 
implementan soluciones que entre 
otras cosas logran:
•	 Definir de reglas asegurando una 

transición generacional de la ri-
queza de manera tranquila bus-
cando la armonía familiar.

•	 Asesorar en inversiones a la medi-
da, en pesos y en otras monedas, 
para contribuir a la preservación y 
el crecimiento de la riqueza.

•	 Administrar los activos.
•	 Asegurar los más altos proto-

colos de confidencialidad de  
la información.

•	 Generar escenarios para la pre-
vención y solución de eventuales 
conflictos familiares.

•	 Separar los negocios familia-
res de la riqueza personal de 
la familia.

La planificación familiar es 
la pieza clave para poder preser-
var el patrimonio. Es un proceso 
que, como lo he mencionado en 
este artículo, puede tener muchas 
aristas y niveles de complejidad. 
Cada caso es distinto. Por eso es 
importante empezar a tener con-
versaciones sobre estos temas con 
la familia y asesorarse de expertos, 
entre antes mejor. Recordemos 
que “la riqueza llega en bicicleta y 
se va en tren bala”.

L A  R I Q U E Z A  L L E G A  E N  B I C I C L E TA  Y  S E  VA  E N  T R E N  B A L A

Según el estudio 
Oxford Place del 2019, 
de cada 100 patrimo-
nios, solo 30 llegarán a 
la segunda generación, 
nueve a la tercera ge-
neración y apenas uno 
llegará a la cuarta.
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Ya van más de 90 millones de claves registradas en Bre-B, el 
Sistema de Pagos Inmediatos que entró en operación a comienzos 
de octubre. Su éxito se medirá con la usabilidad y penetración que 

tenga en el ecosistema de pagos. 

INCLUSIÓN EN BRE-B

L
os Sistemas de Pagos Inmedia-
tos (SPI) son infraestructuras 
de pagos que permiten trans-
ferencias de dinero en tiempo 

real entre distintas entidades. Ade-
más, son más seguros y baratos que 
los sistemas de pagos tradicionales. 
Estos sistemas pueden ser privados, 
como era el caso de Transfiya en Co-
lombia; públicos, como es el caso de 
PIX en Brasil que es creado, operado y 
regulado por el Banco Central; o mix-
tos, donde hay colaboración entre el 
sector público y el privado como es 
el caso de Perú. De acuerdo con el 
Banco Mundial, más de 100 países ya 
cuentan con SPI.

Dependiendo del SPI y su 
diseño, se pueden hacer diferen-
tes tipos de transacciones. Algunos 
ejemplos son los pagos de perso-
nas a personas (P2P), persona a co-
mercio (P2B), de empresa a persona 
(B2P), y de persona a Gobierno o vi-
ceversa (P2G o G2P). Así, entre más 
casos de uso tenga un SPI, tendrá 
mayor utilidad para los usuarios y, 
por ende, mayor adopción. Así mis-
mo, los SPI se caracterizan por ha-
cer uso de “alias” como una herra-
mienta de conveniencia para que 
los usuarios no tengan que utilizar 
sus números de cuentas para reci-
bir dinero, y esto hace que sea más 
práctico y fácil de usar.

Bajo este contexto, el Banco 
de la República en 2022 creó un foro 
para propiciar el diálogo entre los 
distintos actores de la industria y del 
ecosistema de pagos, con el objetivo 
de crear una política pública que per-
mitiera avanzar en la creación de un 

SPI. Con estas mesas de diálogo na-
ció Bre–B, el nuevo SPI del país. 

Bre–B es un sistema mixto: 
el Banco de la República trabaja de 
la mano con el sector privado para 
operarlo. Bre–B permite la reali-
zación de pagos y transferencias 
al instante, las 24 horas del día, los 
siete días de la semana, los 365 días 
del año, sin importar la entidad don-
de tenga su cuenta. Al igual que los 
SPI internacionales, Bre–B opera 
con “alias” que son los identificado-
res de los clientes para poder recibir 
dinero, estas son las que los bancos 
llaman llaves y actualmente hay 
cuatro tipos de llaves disponibles: 
correo, documento de identidad, 
celular y código alfanumérico. 

El pasado 6 de octubre entró 
en operación, sin embargo, la etapa 
de registro de llaves comenzó des-
de inicios de este año. Al 21 de oc-
tubre, había 90,1 millones de llaves 
registradas, para un total de clientes 
con llaves registradas de 32,9 millo-
nes. El promedio de las llaves por 

cliente es de 2,7, siendo la llave al-
fanumérica la más utilizada por los 
usuarios (58,7%), seguida por el ce-
lular (21,3%), como se observa en la 
gráfica 1. Así mismo, entre el 06 y el 
21 de octubre, se han realizado 37,1 
millones de transacciones mediante 
Bre–B con un valor acumulado de 
las transacciones de $5,2 billones.

En el futuro, el éxito de 
Bre–B se medirá con la usabilidad 
y penetración que tenga en el eco-
sistema de pagos. Es decir, que las 
personas reduzcan el uso de efecti-
vo y de transacciones tradicionales 
e incrementen el uso del SPI. Por 
ejemplo, PIX es uno de los SPI más 
exitosos a nivel internacional, y par-
te de su éxito se debe a la penetra-
ción que tuvo en la economía bra-
silera. De acuerdo con información 
del Banco Central de Brasil, a corte 
de agosto de este año, el 89,4% de 
las transacciones del país se reali-
zan mediante PIX, mientras que el 
10,5% restante se realiza mediante 
otro tipo de transacciones. 

Gráfico 1. Participación por tipos de llaves en Bre – B.
(% a 6 de octubre de 2025)

Fuente: elaboración ANIF con base en Banco de la República.
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MERCADOS OTORGAN
RESPIRO, PERO LA SOMBRA 

FISCAL PERSISTE

C
olombia disfruta de una 
relativa calma en los mer-
cados que contrasta con la 
magnitud de sus desafíos 

fiscales. El crecimiento económico 
se mantiene cerca de su potencial, 
sostenido por un consumo firme 
que, a su vez, descansa en un in-
cremento estructural del gasto pú-
blico. La fotografía de corto plazo 
es optimista: las primas de riesgo 
se han reducido, los seguros con-
tra default han caído y la deuda 
soberana parece más barata de fi-
nanciar. Sin embargo, el trasfondo 
resulta menos alentador.

En los últimos meses, el Te-
soro colombiano acudió a financia-
miento externo con bancos inter-
nacionales para recomprar bonos 
en circulación. El efecto inmediato 
fue comprimir el stock de papeles 
negociados en el mercado y, con 
ello, los spreads. El problema es 
que los menores spreads son la 
contracara de mayores vencimien-
tos de deuda en el corto plazo.

Las cifras reflejan la tensión. 
Las necesidades financieras brutas 
del sector público —el verdadero 
termómetro de presión— llegaron 
a 7,6% del PIB en 2024, subirán a 
9,2% en 2025 y podrían alcanzar 
10,5% en 2026. Un nivel que, en 
otras economías emergentes, sue-
le activar luces de alerta. Pese a 
ello, el mercado parece premiar la 
operación: el CDS a cinco años re-

probablemente reinyecte al mer-
cado los títulos retirados este año. 
A ello se suma un riesgo cambia-
rio mayor, dada la creciente pro-
porción de deuda en moneda ex-
tranjera. En suma, lo que hoy luce 
como una ventana de estabilidad 
podría transformarse mañana en 
un cuello de botella.

El ahorro derivado de la es-
trategia tampoco cambia la narra-
tiva de fondo. Aunque se calcula 
en torno al 1% del PIB, apenas tres 
o cuatro décimas constituyen un 
beneficio económico neto; el resto 
es un ajuste contable. El costo, en 
cambio, es tangible: mayor vulnera-
bilidad a choques de confianza, más 
exposición cambiaria y un calenda-
rio de vencimientos más exigente.

El éxito de la estrategia de-
penderá de la narrativa que im-
ponga la próxima administración. 
Si logra convencer a los mercados 
de que emprenderá un ajuste fiscal 
serio y sostenible, la compresión 
de spreads podría convertirse en 
un punto de inflexión positivo. Pero 
si la consolidación se posterga, la 
misma operación que hoy brinda 
oxígeno podría, en poco tiempo, 
convertirse en un lastre. En otras 
palabras, Colombia atraviesa una 
tregua otorgada por los mercados: 
una tregua frágil, comprada con 
deuda, que solo un compromiso 
fiscal creíble podrá transformar en 
algo más que un espejismo.

DIRECTOR EJECUTIVO Y ECONOMISTA 
JEFE DEL CONO SUR Y LOS ANDES

DE JP MORGAN

Diego Pereira

dujo su spread en más de 110 pb, 
alineándose nuevamente en 85 pb 
con respecto al promedio de Chile, 
Brasil, México y Perú.

La pregunta es cuánto dura-
rá este respiro. En los próximos 12 
meses deberán pagarse cerca de 
9,3 billones de dólares equivalen-
tes, lo que implica que el Tesoro 

En suma, lo que hoy 
luce como una ventana 
de estabilidad podría 
transformarse mañana 
en un cuello de botella. 
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¿Cómo avanzan las ciudades colombianas en su camino a la 
sostenibilidad? ¿Están siendo inclusivas, seguras y resilientes? ¿Cómo 

está el acceso a vivienda, transporte y servicios básicos y cómo va 
esto de la mano con el cuidado al medio ambiente?

CIUDADES QUE 
CUIDAN, CONECTAN 

Y CRECEN

L
as ciudades son el centro de la vida económica y 
social de las economías modernas. En el mundo, 
cerca del 60% de la población reside en áreas ur-
banas y se estima que para 2050 esta proporción 

se incremente notablemente. En Colombia, esta es ya 
una realidad: cerca del 80% de 
la población vive en zonas ur-
banas y sus áreas metropolita-
nas, lo que evidencia su papel 
en la generación de empleo, 

44

innovación y productividad. En este contexto, avan-
zar hacia ciudades sostenibles, capaces de equilibrar 
crecimiento económico, inclusión social y cuidado 
ambiental, es esencial para consolidar territorios más 
competitivos y resilientes.

Aunque tradicionalmente, y no por ello menos im-
portante, la sostenibilidad se ha asociado con la pro-
tección del medio ambiente, su alcance es mucho más 
amplio. En materia urbana, implica integrar tres dimen-
siones que se refuerzan entre sí: la ambiental, orientada 

C I U D A D E S  Q U E  C U I D A N ,  C O N E C TA N  Y  C R E C E N
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a preservar los ecosistemas y los recursos naturales para 
fortalecer la resiliencia de las ciudades; la social, enfocada 
en garantizar bienestar e inclusión; y la gobernanza, que 
promueve una gestión transparente y una planeación de 
largo plazo.

Pilares para una ciudad más sostenible
Comprender la sostenibilidad desde una pers-

pectiva integral permite reconocer que su alcance 
trasciende la escala local. Bajo esa premisa, las Na-
ciones Unidas, a través de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), plantearon la necesidad de construir 
ciudades pensadas desde distintos ámbitos para ge-
nerar entornos productivos y oportunidades para to-
dos, actuando como motores de bienestar y desarrollo 
humano. En particular, el ODS 11 promueve urbes in-
clusivas, seguras y resilientes, donde el acceso a vi-
vienda, transporte y servicios básicos vaya de la mano 
con el cuidado del medio ambiente y la adaptación al 
cambio climático.

A partir de este marco, surge la pregunta sobre 
cómo avanzan las ciudades colombianas hacia ese obje-
tivo. En esta línea, el análisis se organiza en torno a cuatro 
pilares que permiten evaluar sus retos y avances: el acce-
so a servicios básicos, la vivienda adecuada y digna, los 
sistemas de transporte seguros, asequibles y accesibles, 

y el acceso universal a zonas verdes y espacios 
públicos seguros. Cada uno de estos compo-

nentes refleja, en mayor o menor medida, 
la capacidad de las ciudades para ofre-
cer bienestar, equidad y competitividad 
bajo un marco de sostenibilidad.

En primer lugar, en materia de 
acceso a servicios básicos, el reto no 
es construir más, sino construir mejor, 
con equidad y buenas condiciones para 
los ciudadanos. Garantizar servicios 
continuos, seguros y de calidad 
es esencial para que las ciu-
dades funcionen de manera 

En cifras

de la población en Colombia vive en 
zonas urbanas y áreas metropolitanas 

(DANE, 2023) 
Las ciudades son el centro de la 

vida económica y social: si no son 
sostenibles, no podrán ser produc-

tivas ni competitivas. 

 Vulnerabilidad urbana

Bogotá, Manizales

Medellín, Pereira

Barranquilla, Cartagena

El indicador de Condiciones de Vul-
nerabilidad Urbana (ICVU) combina 
carencias en vivienda y factores so-

cioeconómicos como analfabetismo, 
desempleo e inasistencia escolar. 

1 de cada 5 familias 

en las zonas urbanas del país aún 
vive en condiciones precarias. 

Déficit habitacional 2024 

Los 5 más altos
Vichada 92,9%
Vaupés 90,7%
Chocó 87,2%

Amazonas 85,5%
Guainía 83,9%

Los 5 más bajos
Bogotá 7,2%
Valle 14,7%

Cundinamarca 15,5%
Quindío 15,8%

Santander 18,1%

77% 

<25% 

25% - 50% 

>75% 
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Tiempo promedio de 
 desplazamiento al trabajo en 2024

(minutos)

Fuente: cálculos ANIF con base en GEIH-DANE.

25 27 31 31 36
49

B
uc

ar
am

an
ga

Ca
rt

ag
en

a

Ca
li

B
ar

ra
nq

ui
lla

M
ed

el
lín

B
og

ot
á

Parque o zona verde
(minutos)

Hospital o centro médico
(minutos)

Cercanía a centros de salud y 
espacios de esparcimiento

Fuente: ANIF con base en DANE- ECV.
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10,6
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9,3

8,7

8,4
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Barranquilla

Bogotá

Medellín

Bucaramanga

Cali

Cartagena

adecuada y ofrezcan bienestar a sus habitantes. Aunque 
las principales ciudades del país registran coberturas 
casi universales en acueducto y energía, la continuidad 
aún presenta limitaciones y los rezagos en alcantarilla-
do y gas natural, cuyos niveles de acceso rondan el 80%, 
persisten sobre todo en ciudades intermedias como 
Montería, Cúcuta y Pasto.

Respecto a la vivienda adecuada y digna en el 
país, cerca de una de cada cinco familias en zonas ur-
banas presenta algún tipo de déficit habitacional, ya 
sea cuantitativo, por la ausencia de unidades suficien-
tes, o cualitativo, por condiciones estructurales inade-
cuadas. Este fenómeno se concentra en los hogares 
de menores ingresos y en ciudades intermedias, lo que 
refleja la necesidad de fortalecer políticas de vivienda 
y la planificación urbana. En Manizales, por ejemplo, la 
administración local ha destinado recursos para me-
joramiento barrial, legalización predial y mitigación de 
riesgos por deslizamientos en zonas periféricas.

A su vez, la movilidad urbana es un componente 
esencial para mejorar la calidad de vida y la productividad 
en las ciudades. En este ámbito, Medellín se ha consolida-
do como referente nacional gracias a la integración de su 
sistema de transporte público, que combina metro, metro-
cable, tranvía y buses eléctricos, ampliando las opciones 
de movilidad y reduciendo las emisiones. Bogotá también 
ha avanzado en la electrificación de flotas y en la expansión 
de su sistema integrado, con proyectos relevantes como la 
línea 1 del Metro. Sin embargo, persisten desafíos asocia-
dos a los tiempos de viaje, la congestión y la cobertura, en 
particular en ciudades intermedias que enfrentan mayores 
limitaciones de infraestructura y financiamiento.

Por último, en cuanto al acceso universal a zonas 
verdes y espacios públicos, el desafío no está solo en su 
provisión, sino en garantizar cercanía y accesibilidad para 
toda la población. Aunque las brechas entre ciudades si-
guen siendo amplias, los tiempos de desplazamiento han 
mejorado en los últimos años tanto en ciudades principales 
como intermedias. Cali redujo los tiempos de acceso a ser-
vicios de salud, Cartagena mejoró la oferta de zonas verdes 
y Barranquilla sobresalió con proyectos urbanos como el 
Malecón del Río Magdalena.

El camino hacia las ciudades sostenibles
En síntesis, la sostenibilidad urbana comienza 

con una planificación que sitúe la vida y el bienestar de 
las personas en el centro del desarrollo. Si bien se han 
logrado avances que posicionan a diversas ciudades 
colombianas en el ámbito internacional, como Maniza-
les, reconocida por las Naciones Unidas con el premio 
ONU-Hábitat 2025 por su compromiso con la sosteni-
bilidad, los desafíos persisten. Enfrentarlos requiere 
una visión compartida de largo plazo, seguimiento y 
evaluación constante, una transición energética res-
ponsable, mecanismos de financiamiento innovadores, 
entre otros. Solo así las ciudades colombianas podrán 
consolidarse como espacios más productivos y com-
petitivos que cuiden, conecten y crezcan.

La sostenibilidad urbana co-
mienza con una planificación que si-
túe la vida y el bienestar de las perso-
nas en el centro del desarrollo.
"

"

Los tiempos de desplazamiento al trabajo afecta la cali-
dad de vida de sus ciudadanos y su competitividad

No se trata solo de tener servicios, sino que estén cerca 
y sean accesibles a toda la población.

Movilidad
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Xposible Colsubsidio, la comunidad que demuestra que es posible 
hacer negocios haciendo el bien, visibilizando proyectos capaces de 

inspirar a otros y demostrando que la sostenibilidad es el
motor de la productividad.

XPOSIBLE COLSUBSIDIO: 
EMPRESAS QUE INSPIRAN

L
a sostenibilidad está en el ADN de Colsubsidio. 
Desde la conservación del ambiente hasta la re-
ducción de brechas sociales y la inequidad, la or-
ganización ha entendido que el desarrollo empre-

sarial y el social deben avanzar de la mano de prácticas 
responsables. Hoy, la sostenibilidad ya no es una opción, 
sino una condición esencial para garantizar el futuro de 
las organizaciones y del país.

Bajo esta visión nació Xposible Colsubsidio, la 
comunidad empresarial que conecta y visibiliza pro-
yectos que le apuestan a la sostenibilidad ambiental, 
social y económica.

“Hacer negocios haciendo el bien es la visión 
que nos impulsa para acompañar el desarrollo empre-
sarial colombiano. Xposible Colsubsidio promueve co-
nocimiento de valor para las empresas y sus equipos, 
y reconoce los proyectos que generan un impacto po-
sitivo, demostrando que la rentabilidad y la sostenibi-
lidad pueden avanzar de la mano”, explica Luis Carlos 
Arango Vélez, director general de Colsubsidio.

Desde 2019, Xposible Colsubsidio ha destacado 
proyectos empresariales sostenibles que transforman 
el país y aportan soluciones a los desafíos globales: 
la emergencia climática, la pérdida de la naturaleza y 
la creciente desigualdad. Hasta la fecha, ha reconoci-
do 100 proyectos en seis años, con la participación de 
1.139 empresas de todos los tamaños y regiones del 
país, que han postulado un total de 1.272 proyectos.

Para la edición 2025, se recibieron 518 pos-
tulaciones de empresas provenientes de distintos  
departamentos, con soluciones de alto impacto en 
áreas como biodiversidad, salud mental, economía  
circular, empleabilidad, equidad y adaptación al cam-
bio climático.

El proceso de reconocimiento de Xposible Col-
subsidio se realiza a partir de una evaluación del Conse-
jo Empresarial Colombiano para el Desarrollo Sostenible 
(CECODES), con base en seis dimensiones: estrategia, 
gobernanza, gestión, generación de oportunidades, co-
creación de capacidades y adaptabilidad.

Más allá del reconocimiento, Xposible Colsubsi-
dio es una comunidad que visibiliza proyectos capaces 
de inspirar a otros y demuestra que la sostenibilidad 
es el motor de la productividad. Su propósito es im-
pulsar a las empresas a integrar criterios sostenibles 
en el centro de su gestión y generar conexiones entre 
organizaciones, emprendedores y personas que com-
parten una misma visión de país.

Para conocer más y hacer parte de esta comunidad, visi-
te www.xposible.com

C O N T E N I D O  I N S T I T U C I O N A L
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El Premio al Compromiso Ambiental 2025, 
entregado por ANIF y el Banco de Occidente, 
reconoció proyectos empresariales y de 
investigación que apuestan por un futuro 
más verde. La edición de este año puso foco 
en iniciativas que están dando sus primeros 

pasos hacia la sostenibilidad. 

SEMILLAS DE 
SOSTENIBILIDAD

Propone la restauración de 
la Quebrada El Chocho en Cali, una 
fuente hídrica que atraviesa varios 
corregimientos y afecta a más de 
20.000 personas. La iniciativa inte-
gra regeneración ambiental con un 
modelo de turismo industrial soste-
nible vinculado a la producción de 
vinagres artesanales y orgánicos. 

La empresa plantea un mo-
delo para transformar residuos 
agroindustriales en soluciones sos-
tenibles, aportando a la reducción 
de la alta generación de desechos 
sólidos en el país y ofreciendo al-
ternativas frente al uso de arenas 
bentoníticas para gatos, que tienen 
un fuerte impacto ambiental. 

El proyecto busca incremen-
tar la tasa de reciclaje del vidrio 
posconsumo en Colombia, que ac-
tualmente apenas alcanza el 11%. 
La propuesta se fundamenta en el 
desarrollo de cadenas logísticas y 
modelos de negocio circulares que 
permitan reincorporar este material 
de forma eficiente y sostenible.

E
n un país donde la biodiversidad 
es un tesoro y la sostenibilidad 
un desafío urgente, ANIF y el 
Banco de Occidente volvieron 

a unirse para celebrar las ideas que 
pueden transformar el futuro. El Pre-
mio al Compromiso Ambiental 2025 
hizo un reconocimiento a proyectos 
empresariales y de investigación que 
buscan generar un impacto positivo y 
duradero en el medio ambiente.

Esta cuarta edición reunió 
más de 80 propuestas provenientes 
de todos los rincones del país, des-
de Leticia hasta La Guajira, y desde 
los Llanos Orientales hasta el Pací-
fico. Esa diversidad no solo refleja 
la representatividad nacional de la 
iniciativa, sino también el creciente 
compromiso con el uso responsable 
de los recursos naturales por parte 
de empresas e investigadores.

VINAGRES GOLDEN SAS BIC
(MARÍA DEL PILAR OLAVE)

Categoría Empresas
(MiPymes)

MAXILAND COLOMBIA
(ANDREA VALBUENA GONZÁLEZ) 

TWO GLASS SAS BIC
(ANGÉLICA ALEJO AGUILAR) 

Ganador Segundo puesto Tercer puesto

El proyecto CiBELESα propone 
un modelo de bioeconomía circular 
para la acuicultura artesanal. Su ob-
jetivo es disminuir la contaminación 
en la cuenca del río Magdalena y la 
ciénaga de Zapatosa, a la vez que 
fortalecer la seguridad alimentaria y 
mejora las condiciones de vida de las 
comunidades rurales. 

La propuesta impulsa la va-
lorización de la pulpa y el mucílago 
de café en un modelo de bioeco-
nomía circular, con el fin de conver-
tir estos subproductos en abonos 
orgánicos y proteína para alimen-
tación animal. Su implementación 
busca optimizar la sostenibilidad 
de la caficultura colombiana. 

Su proyecto fortalece la ca-
pacidad de adaptación al cambio 
climático de comunidades rurales 
en Barrancas y Urumita (La Guajira), 
mediante estrategias participativas 
de seguridad hídrica que integran a 
mujeres y jóvenes en procesos de 
producción sostenible y gestión co-
munitaria del agua.

A partir de este año, el galardón centra su atención 
en proyectos en fases tempranas: aquellos que están com-
pletamente estructurados y listos para iniciar su ejecución 
o que llevan menos de doce meses en marcha. La apuesta 
es clara: promover la adopción de buenas prácticas am-
bientales a nivel empresarial y fomentar la investigación y 
el diseño de nuevos mecanismos que apunten a la preser-
vación ambiental en el país. En otras palabras, impulsar las 
buenas prácticas ambientales desde la semilla de la idea.

“Para el Banco de Occidente, este premio es una vali-
dación de nuestro compromiso genuino con la sostenibilidad, 
un compromiso que se demuestra con el acompañamiento 
a esta iniciativa desde su primera edición en 2018. Mientras 
que el Premio Nacional de Ecología Planeta Azul —con más 
de 30 años de historia— reconoce proyectos consolidados, el 
Premio al Compromiso Ambiental impulsa las ideas en fase 
temprana. Así, apoyamos desde la semilla de la idea hasta el 
árbol de los resultados”, afirmó Gerardo Silva Castro, presi-
dente del Banco de Occidente.

El premio cuenta con dos categorías: Empresas, 
dirigida específicamente a las MiPymes, e Investiga-

dores. Todos los proyectos deben alinearse con al me-
nos uno de los tres ejes temáticos principales: gestión 
sostenible del recurso hídrico, innovación en procesos 
ambientales y educación para el cambio de hábitos.

“Las micro, pequeñas y medianas empresas re-
presentan el 99% del tejido empresarial colombiano, por 
eso apoyarlas en su camino hacia la adopción de bue-
nas prácticas ambientales sin duda traerá un impac-
to significativo en la sostenibilidad del país. Además, 
como centro de estudios, reconocemos la importancia 
de los trabajos de investigación que con rigurosidad y 
creatividad ofrecen soluciones innovadoras a los retos 
ambientales que enfrenta nuestro país”, señaló José Ig-
nacio López, presidente de ANIF.

El Premio al Compromiso Ambiental, que se 
entregará cada dos años, reafirma el compromiso de 
ANIF y el Banco de Occidente con la sostenibilidad y 
la innovación ambiental. Más allá del reconocimien-
to, impulsa la construcción de un país más resiliente, 
consciente y comprometido con la protección de sus 
recursos naturales.

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA 
DE BUCARAMANGA - UNAB 

(ALEXANDER MENESES JÁCOME) 

Categoría
Investigadores

FEDERACIÓN NACIONAL DE
CAFETEROS DE COLOMBIA

(JOHANNA ANDREA VERÚ TORRES) 

CLIMALAB
(MARÍA FERNANDA CERÓN) 

Ganador Segundo puesto Tercer puesto

S E M I L L A S  D E  S O S T E N I B I L I D A D
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Resulta prematuro afirmar si las medidas tomadas por Donald 
Trump son solo una jugada temporal para reforzar su posición 

de poder, o si se impondrán como el nuevo escenario del 
comercio internacional. De igual forma, es probable que bajo 

este nuevo panorama se reduzca el crecimiento global, dejando 
ganadores y perdedores. 

¿ARANCELES PARA 
NEGOCIAR O PARA 

QUEDARSE?

52

E
n lo que va de 2025, el comercio 
mundial ha estado marcado por 
la incertidumbre. El regreso de 
Donald Trump a la Casa Blan-

ca el pasado 20 de enero, aunque 
anticipado por su primer mandato, 
trajo consigo un cambio en la forma 
de relacionarse con el mundo: más 
restricciones y un enfoque protec-
cionista, es decir, la idea de proteger 
a las industrias nacionales frente a la 
competencia extranjera. Esto ha con-
figurado un escenario distinto para 
los principales socios de Estados Uni-
dos. Así, los aranceles irrumpen con 
fuerza en la política comercial, pero 
la pregunta de fondo es si termina-
rán consolidándose como una nueva 
normalidad o si se diluirán como una 
herramienta temporal de presión.

Para Trump, describir los 
aranceles como una de las palabras 
más hermosas del diccionario no es 
una simple provocación, sino una 
muestra clara de su visión política. 
Sus anuncios directos y muchas ve-
ces impredecibles han tenido efec-
tos inmediatos en los mercados, 
generando movimientos bruscos y 
obligando a varios países a reaccio-
nar. Algunos han buscado negociar 
para proteger sus sectores, mien-
tras que otros han respondido con 
represalias, es decir, aplicando sus 
propios impuestos a productos es-
tadounidenses, aumentando la ten-
sión en las relaciones comerciales.

Dadas las perturbaciones en 
comercio exterior, en septiembre 

de 2025, el promedio de impuestos 
aplicados a las importaciones en Es-
tados Unidos llegó al 17,4%, el nivel 
más alto desde 19351 Este salto se 
explica por los gravámenes a pro-
ductos clave como el acero, el alu-
minio y los automóviles, así como a 
países específicos. Aunque la inten-
ción declarada es nivelar el terreno 
de juego con otros, en la práctica 
esto encareció los costos para em-
presas y consumidores y presionó 
la economía con precios más altos y 
una menor actividad productiva.

Resurgimiento del
proteccionismo

Tras varias décadas de aper-
tura comercial, los choques glo-
bales recientes, desde la pande-
mia hasta las crecientes tensiones 
geopolíticas, revivieron el discurso 
proteccionista. Esto se refleja en 
disputas entre países, en el traslado 
de fábricas y etapas de producción 
hacia otros lugares y en el aumento 
de distintas barreras al comercio. En 
este contexto, los aranceles volvie-
ron a ocupar un lugar central, con 
Estados Unidos a la cabeza y otras 
economías siguiendo el ejemplo.

En este escenario, el regreso 
de los aranceles y demás medidas 
ha cambiado la forma en que se pro-
ducen y se intercambian bienes en el 
mundo. Las diferentes etapas de pro-
ducción de un producto, conocidas 
como cadenas de valor, se han visto 
alteradas y las relaciones comer-
ciales se han vuelto más tensas. Los 
acuerdos internacionales entre varios 
países pierden fuerza, mientras pro-
liferan decisiones unilaterales para 
blindar economías ante crisis o even-
tos globales inesperados.

¿Momentáneos o duraderos?
Resulta incierto determinar 

si los aranceles son solo una ju-
gada temporal para reforzar po-
siciones en las negociaciones o si 
están tomando forma como parte 
estable del comercio internacio-
nal. Las experiencias de la primera 

1 Según estimaciones de The Budget Lab del departamento de economía de la Universidad de Yale.

¿ A R A N C E L E S  PA R A  N E G O C I A R  O  PA R A  Q U E D A R S E ?

Investigador Económico 
de ANIF

Daniel Aguilar Fontalvo 

E C O N O M Í A  G L O B A L
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presidencia de Trump ya anticipa-
ban este rumbo, pero en el nuevo 
periodo las medidas han sido más 
amplias y con efectos más fuertes. 
En ese escenario, la forma en que 
se han impuesto los aranceles ha-
cia diferentes países, incluyendo 
América Latina, responde a moti-
vaciones diversas, lo que hace aún 
más incierto su papel en el futuro 
del comercio global.

La primera razón detrás de 
estos aranceles es el peso político 
y económico de Estados Unidos, 
que le da mayor poder en las ne-
gociaciones. Bajo esa lógica, los 
aranceles se usan como herra-
mienta de presión para fortalecer 

su posición y lograr acuerdos en 
mejores condiciones. En la prácti-
ca, países como Japón y bloques 
como la Unión Europea han termi-
nado cediendo ante las exigencias 
de Washington, buscando prote-
ger a sus industrias del golpe eco-
nómico que podrían generar las 
nuevas barreras comerciales.

Un segundo uso de los aran-
celes es como castigo, aplicado 
incluso por motivos que no siem-
pre tienen que ver con el comercio, 
sino como una forma de ejercer 
presión política o de seguridad. La 
libertad con la que Estados Unidos 
puede modificar sus impuestos a 
las importaciones le ha permitido 
aplicarlos como sanción a países 
que desafían sus intereses, como 
Brasil y Colombia en episodios 
recientes. Al mismo tiempo, los 
aranceles cumplen un tercer pro-
pósito: proteger sectores estraté-
gicos como el acero y el aluminio, 
reducir el exceso de importaciones 
frente a exportaciones y aumentar 
los ingresos fiscales.

Efectos en el tablero global
Más allá de los cambios fre-

cuentes en las medidas arance-
larias, es probable que el intento 
de Trump por cambiar las reglas 
del comercio internacional me-
diante nuevos impuestos reduzca 
el crecimiento mundial y genere 
tanto ganadores como perdedo-
res. Estas decisiones afectan las 
distintas etapas de producción de 
bienes, elevan los costos para las 
empresas y generan dudas en-
tre los inversionistas. En conjunto, 
la política arancelaria ha añadido 
más incertidumbre a un comercio 
global que ya venía golpeado por 
choques recientes.

En el caso de Estados Uni-
dos, los efectos han sido mixtos. 
Aunque los aranceles buscaban 
impulsar el empleo en sectores 
protegidos y atraer nuevas inver-
siones, la industria manufacturera 
ha seguido perdiendo puestos de 
trabajo. Además, persisten riesgos 
de inflación y desaceleración, a 
pesar de que muchas compañías 
asumieron parte de los costos adi-

Uno de los tres propósitos de los aran-
céles es proteger sectores estratégi-
cos para Estados Unidos como el acero 

y el aluminio.

cionales para no trasladarlos de in-
mediato a los consumidores. 

En paralelo, algunos acuer-
dos recientes incluyen promesas 
de inversión hacia la economía 
estadounidense, lo que podría 
apoyar el crecimiento en el largo 
plazo, aunque esas promesas aún 
no se han convertido en contratos 
efectivos. Finalmente, el aumento 
en los ingresos fiscales, presen-
tado como un logro por la admi-
nistración Trump, ha servido para 
compensar de manera parcial las 
rebajas de impuestos impulsadas 
en años anteriores.

En el escenario internacio-
nal, los posibles ganadores apa-
recen con mayor claridad. China, 
como principal exportador mun-
dial y competidor directo de Es-
tados Unidos, ha logrado redirigir 
parte de su producción hacia otros 
mercados. Además, la política co-
mercial confrontativa de Washin-
gton podría llevar a más países a 
fortalecer lazos con Pekín, al verlo 
como un socio más confiable. 

sobre su duración. 
Más allá de los costos y de 

quién gana o pierde, su continuidad 
dependerá de factores que esca-
pan al control directo del Ejecutivo. 
El debate sobre la legalidad de es-
tos aranceles bajo la Ley de Poderes 
Económicos en Situaciones de Emer-
gencia Internacional (IEEPA), respon-
sable del 71% de los gravámenes 
aplicados hasta ahora, abre la puerta 
a que la justicia limite su alcance o 
los declare improcedentes. Por eso, 
no hay certezas sobre el futuro de 
esta política, y su desenlace podría 
cambiar tanto la estrategia económi-
ca de Estados Unidos como el rumbo 
del comercio internacional.

¿ A R A N C E L E S  PA R A  N E G O C I A R  O  PA R A  Q U E D A R S E ?

Asimismo, las grandes em-
presas tecnológicas han resultado 
beneficiadas al obtener excepcio-
nes en el pago de aranceles. En 
América Latina, Colombia vislum-
bra oportunidades puntuales en 
productos como el café y las flo-
res, que ahora enfrentan impues-
tos más bajos en comparación con 
algunos de sus competidores.

El futuro de los aranceles
En suma, los aranceles im-

pulsados por la administración 
Trump no solo han generado im-
pactos inmediatos en la economía 
y el comercio global, sino que tam-
bién dejan en el aire interrogantes 

Para Trump, describir los aranceles como 
una de las palabras más hermosas del dic-
cionario no es una simple provocación, sino 

una muestra clara de su visión política.

Dadas las perturbaciones en comercio exterior, 
en septiembre de 2025, el promedio de impuestos 
aplicados a las importaciones en Estados Unidos 
llegó al 17,4%, el nivel más alto desde 1935.
"

"
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Analista y consultor político, autor 
de La ruta del pragmatismo.

Andrés Mejía Vergnaud

En el mundo retroceden el libre 
intercambio y la democracia. ¿Estamos 

ante algo transitorio o ya definitivo?

¿ES UN CAMBIO 
DE ERA?

S
i el presente texto tiene un tono 
a veces personal, por favor con-
sideren esto: llegué a la mayo-
ría de edad justo después de la 

caída del Muro de Berlín; la democra-
cia entraba a Europa oriental e incluso 
se asomaba a Rusia, que de siglos de 
zarismo había pasado al comunis-
mo; China liberalizaba su economía y 
como consecuencia empezaba a cre-
cer fenomenalmente, confirmando 
que esa era la ruta. Estados Unidos 
proponía un área de libre comercio 
que cubriera desde el Polo Norte has-
ta la Patagonia; en 1994 culminaba la 
“Ronda Uruguay” del GATT, el más 
ambicioso acuerdo internacional de 
desgravación comercial, y se creaba 
la Organización Mundial de Comercio, 
a la que pocos años después ingresa-
ría China. Europa pasaba de Comuni-
dad Económica a Unión enarbolando 
la libertad de movimiento de bienes, 
servicios, capital y personas. 

Como ven, no eran fantasías 
ilusorias. Todos los elementos apun-
taban a una expansión sin preceden-
tes de dos elementos: la democracia 
liberal y el libre intercambio en todos 
los ámbitos. Piensen, entonces, en 
lo que siente alguien de esta gene-
ración al oír decir, nada menos que 
al presidente de los Estados Unidos, 
que su palabra favorita en toda la len-
gua inglesa es “arancel”. 

En efecto es un mundo dife-
rente. Y lo que en esta ocasión lo 
hace especialmente preocupante es 
una cierta conjunción: simultánea-
mente retroceden la democracia 
liberal y la idea del libre intercam-
bio. Había ocurrido ya en la historia 
moderna que se dieran retrocesos 

parciales en una y en otra. Pero con 
la excepción tal vez del amargo pe-
riodo que va desde 1930 (aproxima-
damente) hasta 1945, tal vez no ha-
bíamos experimentado un retroceso 
simultáneo de aquellas dos ideas. Es 
más, con todo y sus horrores, aquel 

periodo tiene una diferencia con el 
actual, y es que, en la confrontación 
con los poderes fascistas, las demo-
cracias occidentales izaron las ban-
deras de democracia y capitalismo. 

¿Estamos entonces frente a 
un retroceso temporal (un bache, un 

sobresalto) o estamos asistiendo ya a 
un cambio definitivo de era? Imposi-
ble saberlo hoy, pero miremos algu-
nos elementos.

Empecemos por el intercam-
bio económico: hace pocos meses el 
arancel efectivo promedio de EEUU 
era de 2.5% y hoy llega al 15.8% (Yale 
Budget Lab); numerosas medidas 
restrictivas se han tomado en secto-
res como la tecnología, y ellas se han 
acompañado de una visible ofensiva 
contra la migración, incluso la migra-
ción legal de trabajadores calificados 
(como el pago de $100.000 dólares 
por la visa H-1B). 

Si algo nos ha enseñado este 
suceso es que la lógica del intercam-
bio no es intuitiva, y compite además 
con otra, la lógica del poder. La del in-
tercambio exige algo de abstracción 
(matemática a veces), la del poder es 
casi natural. “Si el mundo fuera go-
bernado por economistas no se ne-
cesitaría una organización mundial de 
comercio”, escribió alguna vez Paul 
Krugman: en el razonamiento eco-
nómico se concluye que a mayor y 
más libre intercambio (en un mercado 
además lo más amplio posible) son 
mayores los beneficios para todas las 
partes. Le compite una lógica forma-
da por instintos como la desconfianza 
y el miedo. Una lectura más profunda 
de Maquiavelo y de Hobbes nos ha-
bría mostrado cuán difícil es que se 
imponga la lógica del intercambio. 

Sin embargo, ella no carece de 
fortalezas, y la mayor viene dada, al 
día de hoy, por una mayor dispersión 
global de la riqueza y por la consta-
tación efectiva de que el intercambio 
ha funcionado, y no solo para los ri-
cos: funcionó para España y Portugal, 
para Polonia, para Corea del Sur, para 
Vietnam e incluso para Latinoamérica 
(donde ha tenido menor penetración). 

Y un mundo con más centros 
de actividad económica es un mundo 
relativamente predispuesto al inter-
cambio. Si Estados Unidos era el 35% 
del PIB global en 1985 hoy llega al 
26% (Banco Mundial). China, hoy 17%, 
no llegaba al 3% hace 40 años. De un 
mundo en que los focos de actividad 
estaban en las potencias occidenta-
les, hemos pasado a otro en que ella 
se encuentra también en muchos 
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otros lugares. Ya no es el mundo de 
Londres y Nueva York: es el mundo 
de Londres, Nueva York, San Francis-
co, Shanghai, Dubai, Lagos, Singapur, 
Mumbai y Bangalore, República Do-
minicana, etc. Esto, por sí solo, crea 
incentivos para el intercambio: no en 
vano hoy China es el portaestandar-
te de esta idea. De modo que allí hay 
una esperanza. 

¿Y la democracia liberal y 
constitucional? Ella tal vez se encuen-
tra en mayor riesgo. No solo parecen 
acumularse frustraciones a su alrede-
dor, sino que Estados Unidos, por dos 
siglos faro de esa idea, hoy da pasos 
en la dirección opuesta. 

Ahora bien, no es la primera 
vez que esto ocurre y bien podría 
pasar que sea algo temporal, y que, 
efectuada una especie de gran ca-
tarsis social, EE UU busque reconci-
liarse con sus fundamentos consti-
tucionales. El problema es que en el 
auditorio mundial hoy se ofrece una 
alternativa que al menos por ahora 
parece fenomenal, y que es esa es-
pecie de tecnocracia autoritaria que 
se practica en China. Un sistema 

que, comparado con la democracia 
constitucional, parece muy eficaz 
a la hora de solucionar problemas 
concretos: por ejemplo, hacer en 
poco tiempo obras colosales de 
infraestructura, mientras en Occi-
dente otras mucho más pequeñas 
se estancan por décadas en inter-
minables discusiones y legalismos. 
La oferta de ceder democracia y al-
gunas libertades a cambio de solu-
ciones efectivas había estado antes 
sobre la mesa, pero jamás con tanto 
éxito aparente. Ahora bien: su adop-
ción en otros lugares, creo, exigiría 
cambios culturales que por ahora no 
parecen fáciles. 

¿Qué nos queda por hacer 
mientras aparece la respuesta? Solo 
nos queda navegar: identificar sobre 
la marcha oportunidades, que igual 
en cualquier configuración mundial 
aparecerán. Ser lo suficientemente 
pragmáticos como para valorar nues-
tros principios sin ignorar los cam-
bios de rumbo, y las posibilidades 
inmediatas que en cada momento se 
presentan. Pragmatismo, serenidad, 
constante observación. 

Hace poco el arancel efectivo promedio de EEUU era de 2.5% y hoy llega al 15.8%, según 
Yale Budget Lab.
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COLOMBIA ES
UN PAÍS DE CIUDADES

L
as ciudades grandes y ruido-
sas son, como lo discuten Paul 
Romer desde la economía o 
Geoffrey West desde la com-

plejidad, una de las más maravillo-
sas creaciones de la humanidad. 
En ellas estamos mucho más cerca 
unos de otros y logramos ser creati-
vos, productivos y más libres. Y por-
que muchas veces hacen posible 
el contacto y los encuentros entre 
personas con historias de vida muy 
diferentes —que serían imposibles 
en otro tipo de comunidad— logran 
lentamente demoler las barreras 
entre grupos. Por eso son, por ex-
celencia, los espacios que mejor 
expresan el potencial creativo que 
surge en medio de las diferencias.

De acuerdo con las proyec-
ciones del DANE para 2025, en Co-
lombia tenemos cinco ciudades 
con más de un millón de habitan-
tes, entre diez y catorce con más 
de quinientos mil, y entre cincuen-
ta y setenta con más de cien mil. Si 
usamos la definición de área urba-
na funcional de la OCDE, entonces 
en Colombia contamos con más de 
ochenta ciudades. Además tien-
den a quedar a distancias inusual-
mente pequeñas unas de otras.

Como lo señala Eduardo Sa-
lazar, Colombia es fundamental-
mente un país de ciudades. La pri-
macía urbana y el número de zonas 
urbanas funcionales por unidad de 
área son dos medidas que captu-
ran qué tan policéntrico es un país. 
La primacía urbana es la fracción 
de la población urbana de un país 
que habita en su principal ciudad. 

Mientras en Argentina, Chile y Perú 
alrededor del 40% de la población 
urbana reside en Buenos Aires, 
Santiago y Lima respectivamente, 
solo el 27% de la población urbana 
de Colombia habita en Bogotá. Co-
lombia, México y Brasil son países 
de ciudades porque, a diferencia 
de casi todos los demás países la-
tinoamericanos, no tienen solo una 
o dos grandes urbes, sino muchas. 
Y, además, las nuestras están muy 
cerca unas de otras.

Por razones históricas, mu-
chas ciudades colombianas que-
daron inusualmente próximas. La 
geografía de los Andes hizo que 
asentamientos físicamente cerca-
nos —como Armenia, Manizales y 
Pereira; Cartagena y Barranquilla; 
o Cali y Popayán— durante siglos 
estuvieran muy lejos en tiempos 
de viaje, lo que permitió que cada 
una se consolidara como ciudad. 
Ese policentrismo es una expresión 

más de nuestro país roto, como lo 
describe Marco Palacios en "Histo-
ria de Colombia: país fragmentado, 
sociedad dividida". Pero si duran-
te mucho tiempo esta fragmenta-
ción fue causa de pesares, violen-
cia y sufrimiento, hoy es una gran 
ventaja. Usando la definición de la 
OCDE, en Colombia tenemos apro-
ximadamente 7,7 ciudades por cada 
100.000 km². Este índice crudo, ubi-
ca a Colombia entre los países con 
una mayor densidad de ciudades 
en América Latina.

Ser muchas ciudades, en vez 
de unas pocas, nos permite espe-
cializarnos de manera diferenciada, 
preservar en el tiempo una gran di-
versidad cultural y evitar los riesgos 
de una excesiva concentración polí-
tica. También nos da las ventajas de 
lo urbano sin cargar con los costos 
en congestión, transporte y vivien-
da de las grandes metrópolis. Con 
la conectividad adecuada, nuestras 
ciudades pueden convertirse, a su 
vez, en el mercado natural de cada 
una de ellas. No es difícil imaginar-
las, en veinte o treinta años, como 
lugares vibrantes y orgullosos, con 
espacios públicos acogedores: al-
gunos fruto del lento desarrollo 
orgánico no planeado a lo largo 
de décadas y otros diseñados por 
grandes arquitectos.

Ser un país de ciudades es 
una de nuestras grandes fortale-
zas, y reconocernos como tal —
comprendiendo las oportunidades 
y riesgos que ello implica— es fun-
damental para poder encontrarnos 
como sociedad.
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